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INTRODUCCIÓN 

La Constitución Política cte los Estados Unidos Mexicanos, reconoce 

a toda persona el derecho a la hbe1tacl cte tr<'tnsito conocida como libertad de 

movimiento. la cual se tra(luce en 18 facultad que tiene todo individuo para entrar y 

salir del país, para desplazmse libremente por su territorio, así como para fijar o 

mudar su lugar de resiclencia dentro ctel mismo, sin necesidad de carta de 

seguriclad, pasapotte s<Jlvoconctucto u otros requisitos semejantes. No obstante, 

suborclin<J el ejercicio ele este cterecllo <1 las facultades que las autoridades 

jucticiales o administrativas puedan despte~1ar en los casos y circunstancias que la 

propia Constitución detetmina. 

Es por ello, que la presente tesis tiene como fin hacer un análisis 

jurídico del artículo 133 bis del Código Federal de Procedimientos Penates, sobre 

el arraigo domiciliario, y así como la prohibición de abandonar una demarcación 

geográfica, que puede dictarse y determinar cuáles son tas condiciones que deben 

de tomarse en cuenta para no restringirle ta libertad a un individuo de manera 

arbitraria. 

Por consiguiente en et capítulo primero se hablará de tos 

antecedentes del Ministerio Público, desde su origen en nuestro país, hasta ta 



actualidad. con la finaliclacl ele determinar cuales han siclo sus funciones en el 

tópico que nos ocupa. 

En e! capítu!o segundo se hablará de las facultades con que cuenta 

la autoridad ministeriéll p<1r'1 cletener y retener a un probable responsable, de las 

mecticlas ele '1premio, de léls medidas precautorias que son utilizadas por el 

Ministerio Público, en la integración de la Averiguación Previa. 

En el capitulo tercero, se hará un estudio de lo que es el proceso 

penal, comprendiendo desde su naturaleza jurídica, la instrucción, y el juicio, el 

arraigo en el proceso penal. 

En el capitulo cuatro se estudiará el procedimiento del la solicitud de 

arraigo, se comenzará desde el concepto, se hará un análisis de fUndamento 

constitucional, así como en las leyes reglamentarias, la diferencia entre orden de 

aprehensión, detención, localización, presentación y el arraigo, así como 

especificar cuales son sus requisitos fundamentales para la procedencia del 

arraigo domiciliarto. 

Por último, como refuerzo a los capítulos antertores incluiremos en el 

capítulo quinto, en el cual se hará un estudio de la averiguación previa, 

enunciando el marco legal e~istente sobre la materia en cuestión. 
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CAPÍTULO! 
DE LA INTEGRACIÓN DE LA AVERIGUACIÓN PREVIA 

A) ANTECEDENTES DE LA INSTITUCIÓN DEL MINISTERIO PUBLICO EN 

MÉXICO. 

El Ministerio Público es una institución unitaria y jerárquica 

dependiente del Poder Ejecutivo Federal o Estatéll, que posee facultades 

esenciales que le permiten. la persecución ele los delitos, el ejercicio de la acción 

penal, la intervención en procedimientos judici;:iles para la defensa de intereses 

sociales, de ausentes, de menores e incapacitados, así también como consultor 

jurídico del titular del Ejecutivo Federal o Estatal. 

Esta concepción actual del Ministerio Público se ha planteado de 

manera distinta en las diversas etapas históricas de la sociedad; por to cual es 

oportuno estudiar las más importantes, para saber con mayor certeza como 

estaba concebida tal institución en otras épocas, queriendo lograr con ello, una 

mayor comprensión del mismo. 

3 



MÉXICO 

1) ÉPOCA PREHISPÁNICA 

Es impo1tante señalar la evolución histórica del Ministerio Público en 

México, los antecedentes er-istentes en los pueblos prehispánicos, haciendo 

referencia a ta organización del pueblo azteca, ya que la fuente de nuestras 

instituciones jurídicas no debe buscarse solamente en el antiguo derecho romano, 

en el derecho español y en el francés, sino también en la de dichos pueblos, que 

tienen fundamental importancia por ser nuestra cultura originaria. 

La cultura azteca se regía por un sistema de reglas para regular et 

orden y sancionar toda conducta que atentara contra las costumbres y usos 

sociales. 

El Derecho no era escrito, sino de naturaleza consuetudinaria, 

ajustándose en todo al régimen absolutista que en materia política había llegado el 

pueblo azteca "El poder del monarca se delegaba en sus distintas atribuciones a 

funcionarios especiales, y en materia de justicia, et Cihuacoatt es fiel reflejo de tal 

afirmación. El Cihuacoatl desempeñaba funciones muy peculiares: auxiliaba al 

Hueytlatoani, vigilaba la recaudación de los tributos; por otra parte, presidia el 

Tribunal de Apelación; además, era una especie de consejero del monarca a quien 
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representaba en algunas actividades. como la preseivación del orden social y 

militar" 1 

Olro funcionario de ~iran relevancia fue el Tlatoani quien 

representaba a la divinidad y gozaba de libertad para disponer de la vicia humana 

a su arbitno Entre sus facultacles reviste tal importancia la de acusar y perseguir a 

los delincuentes. aunque ~1eneralmente la delegaba en los jueces, quienes 

auxiliados por los al~1uaciles y otros funcionarios, se encargaban de aprehender a 

tos delincuentes 

Don Alonso de Zurita, oidor de la Real Audiencia de México, en 

relación con las facultades del Ttatoani señala, que éste en su carácter de 

suprema autoridacl en materia de justicia, era una especie de interpelación at 

monarca cu anclo terminaba la ceremonia de la coronación, decía: " ... Habéis de 

tener gran cuidado de las cosas de la guerra, y habéis de velar y procurar de 

castigar los delincuentes, así señores como los demás, y corregir y enmendar los 

inobedientes ... "2 

Es conveniente aclarar que la persecución del delito estaba 

depositada en manos de los jueces por delegación del Tlatoani, de modo que las 

'Colín Sánchez. Guillermo. "Derecho Mexicano de Procedimientos Penales". Edil. Porrúa, México, 
11•. ed. 1997, p 84. 
2 Cfr. Colín Sánch~;,. op. cit. p. 95 
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funciones ele éste y las de el Cihuacoatl eran jurisdiccionales: por ende no es 

posible asemejarlas con las del Ministerio Pliblico, porque si bien el delito era 

perseguido ésto se encomendaba a los jueces, quienes para tal efecto efectuaban 

las mvesh9ac1ones y aplicaban el derecl10. 

2) ÉPOCA COLONIAL 

Las instituciones del Derecho azteca tuvieron una profunda 

transfom1ación al producirse la conquista de México, siendo desplazadas 

paulatinamente por los nuevos ordenamientos legales traídos de España. 

Durante la época Colonial, en la persecución de los delitos imperó la 

anarquía, esto es. perseguían los delitos auto1idades civiles, militares y religiosos 

que a su arbitrio imponían multas o privaban de la libertad a las personas; 

asimismo se atribuyen estas facultades al virrey, gobernadores, capitanías o 

generales y los corregidores. Por lo que se señalaba que como los "indios• no 

tenían injerencia en estos asuntos, se les concedió el derecho a los antes 

mencionados para intervenir como jueces, regidores, alguaciles, escribanos y 

ministros de justicia, para que la justicia se administrara confonne a sus usos y 

costumbres, ésto fue a través de una Cédula Real del 9 de octubre de 1549, ellos 

se encargaban de detener a los delincuentes y los caciques ejercían jurisdicción 
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criminal, excepto en Jos casos en que debía aplicarse la pena de muerte, ya que 

esta atribución er<i facultad exclusiva de las audiencias y gobernadores. 

Como consecuencia de lo anterior. surgieron innumerables 

desmanes y ;itropellos por parte de funcionarios y particulares y además, de 

aquellos que escuclánclose en la preclicación de la religión cristiana, abusaban de 

su rnvestrclura rara cometer atropellos. 

En la persecución del delito imperaba una absoluta anarquía, lo que 

provocaba que autoridades civiles, militares y religiosas invadían jurisdicciones, 

fijaban multas y privaban de la libertad a las personas, caprichosamente. 

Tal situación trató de remediarse por conducto de las Leyes de Indias 

y otros ordenamientos jurídicos, estableciéndose la obligación de respetar las 

leyes de los "indios", así como su gobierno, policía, usos y costumbres a condición 

de que no fueran contrarias a las leyes españolas. 

De igual manera, la persecución del delito no se encomendó a una 

institución o funcionario en particular; el virrey, los gobernadores, las capitanías 

generales, los corregidores y muchas otras autoridades, tuvieron atribuciones para 

ello. 
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"Como la vida juridica se desenvolvía teniendo como jefes en todas 

las esferas de la actministración pública a personas designadas por los Reyes de 

Espalia o por los Virreyes, Corregiclores. etc., los nombramientos siempre recaían 

en sujetos que los obtenían mecliante influencias políticas, no dándose ninguna 

111¡erenc1a a los "incl1os" para actmir en ese ramo. Mo fue sino hasta el 9 de octubre 

de 1549, cuando a través ele una Cédula Real se ordenó hacer una selección para 

que los "indios" clesempeliaran los puestos de jueces, regidores, alguaciles, 

escríbanos y ministros d!' justicia; especificándose que la justicia se administrara 

de acuerdo con los usos y costumbres que habinn regido"3 

Es por ello que los "alcaldes indios• tenían la facultad de aprehender 

a los delincuentes, salvo en aquellas causas sancionadas con pena de muerte, ya 

que tal pena era facultad ex.elusiva de las audiencias y gobernadores. 

Diversos tribunales apoyados en factores religiosos, económicos, 

sociales y políticos, trataron de encausar la conducta de "indios y españoles"; la 

Audiencia, como el Tribunal de La Acordada y otros tribunales especiales, se 

encar~aron de perse!:_tuir el delito. 

Antes de proclamarse la Independencia ya existía la figura 

denominada "fiscal" quien era el que se encargaba de promover la justicia y 

3 Colín Sánchez, Guillermo. "Derecho Me•icano de Procedimientos Penales". Edil. Porrúa, Mé<ico, 
11•, ed. ·t997, p. 112. 
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perseguir a los delincuentes: aunque todavía no existía el Ministerio Público como 

una institución, con Jos fines y caracteres conocidos en la actualidad. 

El fisc;:il, en el aiio de 1 f,27 formó p<irte ele la Audienci;:i, la cu;il se 

integró entre otros funcionarios, por dos fiscales: uno para lo civil y otro para lo 

crimm;il, y por los orclores. cuyas tuncrones eran las ele realizar las invesli~111ciones 

cfescle su rnrcro h;ista la sentencia. 

"El 9 de octubre ele 1549, a través de una Cédula Real, se ordenó 

hacer una selección para que los 'indios' ctesempeñaran los puestos de jueces, 

regidores, alguaciles, escribanos y ministros de justicia; especificándose que la 

justicia se administrara de acuerdo con los usos y costumbres que habían regido. 

De acuerdo con lo anterior, al designarse "alcaldes indios", éstos 

aprendían a los delincuentes y los caciques ejercían jurisdicción criminal en sus 

pueblos, salvo en aquellas causas sancionadas con pena de muerte, por ser 

facultad exclusiva de las Audiencias y gobemadores."4 

En los juicios que realizaba la Inquisición, el promotor fiscal era el 

que llevaba la voz acusatoria, siendo el conducto entre ese tribunal y el Virrey; 

4 Colín Sanchez, op. cit. p.112 
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además de ser tambien el que denunciaba y perseguía a los herejes y enemigos 

de la iglesia. 

3) EPOCA INDEPENDIENTE 

1\.1 surgir el movimiento de independencia y una vez que ésta file 

proclamada, la Constitución cte Apatzingán de 1814 reconoció ta existencia de los 

fiscales auxiliares de la administración de justicia: uno para el ramo civil y otro para 

lo c1iminal; su designación estaría a cargo del Poder Legislativo, a propuesta del 

Ejecutivo, durando en su encargo cuatro años. 

En la Constitución de 1824, el fiscal era un funcionaiio integrante de 

la Suprema Coite de Justicia de la Nación. 

En las Siete Leyes Constitucionales de 1836, además de considerarlo 

como en la Constitución antelior, establecieron su inamovilidad. En el mismo 

critelio siguieron las Bases Orgánicas de 1843. 

En las "Bases para ta Administración de la República hasta ta 

promulgación de la Constitución, elaboradas por Lucas Atamán y publicadas el 22 

de ablil de 1843 durante la dictadura de Santa Anna, se estableció lo siguiente: 

"Para que los intereses nacionales sean convenientemente atendidos en tos 
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negocios contenciosos que versen sobre ellos, ya estén pendientes o se susciten 

en adelante, promover cuanto convenga a la Hacienda Pública y que se proceda 

en todos los rnmos con los c:onocurnentos necesarios en puntos de Derecho, se 

nombrará un Procur;1dor General de la Nación, con sueldo de cuatro mil pesos, 

honores y condecoración de Ministro de la Corte Suprema de Justicia, en la cual y 

en todos los trrbunales superiores. será recibido corno parte por la Nación, y en los 

inferiores cuando lo disponga así el respectivo Ministerio Ptrblico. además 

despachará todos los informes en Derecho que se le pidan, por el gobierno. Será 

movible a voluntad de éste y recibirá instrucciones para sus procedimientos, de los 

respectivos mrnrsterros" (art. 9). 

Durante el gobierno de Ignacio Comonfort se dictó la Ley del 23 de 

noviembre de 1855, en la cual se dio injerencia a los fiscales para que intervinieran 

en los asuntos federales. 

En la Constitución de 1857 continuaron los fiscales con Igual 

categoría que los Ministros de la Corte, pese a que en el proyecto de la 

Constitución se mencionaba al Ministerio Público, para que en representación de 

la sociedad promoviera la instancia, esto no llegó a prosperar, porque se 

considero que el particular ofendido no debía ser substituido por ninguna 

institución, ya que este derecho correspondía a tos ciudadanos, además, 

independizar al Ministerio Público de los órganos jurisdiccionales retardaría la 
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acción de la justicia, pues se verian obligados a esperar que el Ministerio Público 

ejercitara la acción penal. 

Como ele la discusión entablada en el constituyente no se llegaba a 

un acuerdo favorable, se rechazó la idea y en cambio, fueron instituidos los 

fiscales en el or<len fe<lernl 

8) EL MINISTERIO PÚBLICO DE LA FEDERACIÓN A PARTIR DE 1917 

En la Constitución de "1917, el sistema inquisitivo siguió 

observándose y el Ministerio Público continuó como organismo auxiliar de los 

órganos jurisdiccionales; asimismo, se unificaron las facultades del Ministerio 

Público, haciendo de éste una institución, integral para perseguir el delito, con 

independencia absoluta del Poder Judicial. 

La Constitución de 1917 también dispuso que "Estará a cargo del 

Ministerio Público de la Federación la persecución ante los tribunales de todos los 

delitos del orden federal; y por lo mismo, a él le corresponderá solicitar las 

ordenes de aprehensión contra los reos; buscar y presentar las pruebas que 

acrediten la responsabilidad de éstos; hacer que los juicios se sigan con toda 

regularidad para que la administración de justicia sea pronta y expedita; pedir la 
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aplicación de l<is penas e intervenir en todos los negocios que la misma ley 

<IPlerm1n;ire. · (;irt. 1 {JL). 

C) DE LA 1NVESTIGf,CIÓN DE LOS HECHOS EN LA INTEGRACIÓN DE LA 

AVEll\GUACIÓN PREVIA 

A.- El Ministerio Público en Averiguación Previa o etapa indagatoria. 

Est3 etap¡i se 111ic1a mediante una noticia que hace del conocimiento 

del Ministerio Público de la comisión de un hecho constitutivo de algún delito. 

Tal noticia puede ser proporcionada por un particular, un agente o 

miembro de una corporación policiaca o cualquier persona que tenga conocimiento 

de la comisión de un hecho presumiblemente delictiVo y perseguible por denuncia. 

El Ministerio Público lo interrogará solicitando todos los datos, a 

través de un conjunto de preguntas que debe de realizar en forma técnica y 

sistemática. 

Normas generales que debe de tomar en cuenta el Ministerio Público 

al recibir las declaraciones de los hechos denunciados: 
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a) Cuando el declarante en su carácter de víctima u ofendido o 

testigo sea menor de edad, se le exho1tará para que se conduzca con verdad en 

su declaración. 

La única er.cepción para no tomar declaración la constituye el hecho 

de encontrarse el sujeto en estado ele ebriedad o bajo el influjo de algún fármaco, 

en este caso se le podrá interrogar mas no tomar declaración. 

También debe atenderse a lo dispuesto en el articulo 192 del Código 

de Procedimientos Penales para el Distrito Federal, en caso de la declaración 

como testigo, en el sentido de que no se obligará a rendir testimonio al tutor, 

curador, pupilo o cónyuge del indiciado, ni a sus parientes consanguíneos o por 

afinidad en línea recta ascendente o descendiente, sin limitación de grado y en la 

colateral hasta el tercer grado inclusive, ni a los que están ligados con el acusado 

por amor, respeto o gratitud; en caso de que estas personas deseen verter su 

declaración, se le recibirá ésta y hará constar estas circunstancias en la 

averiguación previa. 

b) En la declaración de la víctima u ofendido de un delito en la fase 

de avetiguación previa, el Ministerio Público hará constar en el acta; una vez 

presentada su declaración, que se le permitirá al declarante leerla para que la 

ratifique y firme. 

14 



c) Declaración ele testigos. la puecle realizar tocia persona física que 

manifiesta ante el Ministerio Público lo que sabe y le consta en relación a los 

hechos asentactos de su cleclaración ele Ja averiguación previa. se te pem1itirá al 

clec.l;irante lePrla para que la rat111q11e y firme. 

En PI supuesto cle que el <feclarnnte no sera leer, una persona 

clesi9nada por él o en su def!o'cto el propio A9ente del Ministerio Público, dará 

lectura a la cleclaración y en lu9ar de firmar se imprimirá la huella dactilar del 

declarante.:; 

d) El Ministerio Público le pedirá al testigo que haga un relato de los 

hechos que le consten sin hacer apreciaciones subjetivas, ni suponer hechos o 

circunstancias que no le consten. 

d) Declaración del indiciado, es la comparecencia de un sujeto ante el 

Ministerto Público al cual se le imputa la probable comisión de un delito, para 

efecto de que rinda su declaración se te exhortará para que se conduzca con 

verdad, se le preguntarán sus generales. 

5 Osario y Nielo, César Augusto, '1...a Averiguación Previa", P de., Edil. Porrúa, SA. 
México, 1991. p.13 
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e) A continuación se asentará en la averiguación previa la fomrn 

como compareció ante el Ministerio Público si fuere en fomia voluntaria o 

mediante la remisión de algún a~1ente de una corporación policiaca. 

f) Acto seguido se le remitirá al servicio médico legista en la agencia 

investigadora correspondiente, para que el médico le practique un examen según 

lo requiera la averiguación previa: así por ejemplo, que el Ministerio Público solicite 

al médico legista el estado psicofísico del indiciado; otros exámenes pueden ser 

de edad clínica probable, integridad física o de lesiones, por lo que dicho 

documento se hará constar en el acta de averiguación previa que se trate. 

g) Asimismo a todo indiciado se le hará saber el beneficio que le 

concede el articulo 134 bis en su párrafo cuarto del Código de Procedimientos 

Penates para el Distrito Federal, el cual señala "Los indiciados, desde la 

averiguación previa podrán nombrar abogado o persona de su confianza que se 

encargue de su defensa. A falta de una u otra, el Ministerio Público le nombrará 

uno de oficio". 

h) Si el indiciado acepta el beneficio que le concede la Ley, el 

Ministerio Público procederá a tomar la aceptación y protesta del cargo al abogado 

o persona de confianza que haya nombrado, por lo consiguiente también 

haciéndolo constar en la acta. 
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i) El Ministerio Público le manifestará al abogado o persona de 

confianza, que sólo estará presente en I< declaración del indiciado pero se 

abstendrá de intervenir en la misma 

En el artículo 270 del Código de Procedimientos Penales, para el 

Distrito Federal, se seiiala lo siguiente: "Antes de trasladar al probable 

responsable al reclusorio preventivo, se le identificará debidamente." 

Del análisis hasta aquí realizado se obseiva que el legislador hace 

referencia ele la protesta (fe ley a los tesltgos, pelitos y al denunciante, para que 

se conduzcan con verdad en las dili~1encias que vayan a inteivenir ante el 

Ministerio Público al indiciado le hace saber el beneficio que le otorga el artículo 20 

constitucional, fracción 1, y en la práctica el Ministerio Público exhorta al indiciado 

para que se conduzca con verdad en su declaración. 

De lo anterior se observa que el legislador hace referencia de la 

protesta de ley al indiciado, en la práctica el Ministerio Público exhorta al indiciado 

para que se conduzca con verdad en su declaración ya que no puede ser obligado 

a declarar en su contra. 

Al probable responsable de acuerdo a la ley en nuestro país, no se le 

debe dejar en estado de indefensión, goza de varias garantías como el hecho de 



no protestarlo para que se conduzca con verclad como ya se señaló 

;inte.riornuinte 

l <1rnpoco SP le p11PdP obll!Pr ::1 decl<ir<1r en su contra ya que et 

agente investigador cteber?. obse1-v<1r estrict<1mente lo dispuesto por el artículo 20 

Constitucional, que en su fracción !l. señalR lo siguiente: "Mo podrá ser obligado a 

declarar. Oued<1 prollibicla y será sancionada por la ley penal, toda 

incomunicación. intimiclación o to11ura .. ." 

Del a11ículo anteriormente transcrito, se desprende el siguiente 

análisis; otorga una garantia al indiciado en la ave1iguación previa, a efecto de que 

no sea compeliclo a declarar en su contra, pues prohibe de manera expresa su 

incomunicación, y tocio medio de tortura que pueda ser objeto. 

En caso de que el indiciado estuviese detenido por el Ministerio 

Público y aquél estuviese lesionado o enfermo su curación deberá ser en los 

hospitales públicos y excepcionalmente en sanatorios particulares cuando por 

naturaleza de la enfem1edad o disposición de la ley lo permitan, así lo indica el 

siguiente artículo, del código en comento: 

El articulo 126 del Código de Procedimientos Penales para el Distrito 

Federal señala lo siguiente: "Si la persona lesionada o enferma hubiere de estar 
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detenida o retenid<>. su curación deberá tener lugar precisamente en los hospitales 

publicos y excepcion<1lmente en sanatorios pa1ticulares, cuando la naturaleza de la 

Pllf PrmPCl;JCI y l<JS chs[lOSICIOnPS CIP. est;i IPY lo rerm1tan • 

El Ministerio Público proceder;\ ;i tomar la declaración al indiciado 

respecto de los hechos que se le imputen en la <iveriguación previa, es clecir que 

expon~1a la forma como suceclieron los hechos 

Acto seguido el Ministerio Público si considera pe1tinente le hará 

prpg11111;:is especiales ;:il 1ncl1c1aclo, y dado las circunstancias y gravedad del delito 

motivo de la averiguación previa, el Ministerio Público solicitará el arraigo 

domiciliario o la prohibición de abandonar la demarcación geográfica, del indiciado, 

o de la persona de la cual se prepara el ejercicio de la acción penal. 

El artículo 133 bis clel Código Federal de Procedimientos Penales 

señala lo siguiente: 

• La autoridad judicial podrá, a petición del Ministerio Público, 

decretar el arraigo domiciliario o imponer la prohibición de abandonar una 

demarcación geogrcífica sin su autorización, a la persona en contra de quien se 

prepare el ejercicio de la acción penal, siempre y cuando exista el riesgo fundado 

de que se sustraiga a la acción de la justicia. Corresponderá al Ministerio Público y 
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a sus aux1li11res vigilar quP el manctato ele la a11tondad judicial sea debidamente 

c11mpl1do 

El zrraigo domiciliatio o l<i prohibición de abandonar una demarcación 

geográfica se prolongarán por el tiempo estrictamente indispensable, no debiendo 

exceder de treint<l días naturales, en el caso del arraigo, de sesenta días 

naturales, en el de la prohibición de abandonar una demarcación geográfica. 

Cuancto el afectado pida que el arraigo o la prohibición de abandonar 

um1 demarce1ción geográfic<l quede sin efecto, le1 <1Utoridad judicial decidirá, 

escuchando al Ministerio Público y al <lfectado, si debe o no mantenerse." 

Del <lrtículo que <lntecede sobre el <lIT<ligo domiciliario y la prohibición 

de <lbandonar la demarcación geográfica, el legislador cuida de que el indiciado no 

se sustraiga de la acción de la justici<l. 

Otro punto de vista como un derecho que tiene el indiciado de no 

verse privado de su libertad cuando se encuentra sujeto a investigación por el 

Ministerio Público, ya sea del fuero federal o del fuero común. 
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El Ministe1io Público en la Averiguación Previa o Etapa Indagatoria, 

es en esta etapa cuando se inicia o se hace del conocimiento, la comisión de un 

hecho que puede constituir fllgún delito. 

Es impo1tante selial¡ir que la averiguación previa se encuentra 

legalmente sustentada en el a11ículo 21 Constitucional y se puede considerar 

como la búsqueda de conocimientos o hechos que pe1111itan desc1ibir, explicar, 

generalizar y conducir como se llevaron a cabo los hechos delictuosos, con el 

propósito de er.citar al órgano jurtsdiccional para que, en el momento procesal, 

declare el derecho y se logre con ello la debida impa11ición de justicia. 

Tal notici;i puede ser proporcionada por un particular, un agente o 

miembro ele una corporación policiaca o cualquier persona que tenga conocimiento 

de la comisión de un hecho presumiblemente delictivo y perseguible por denuncia 

o querella. 

Por denuncia se entiende como el acto procedimental mediante el 

cual se pone en conocimiento de la autoridad, la comisión de un delito que se 

persigue de oficio. 

La querella se define como la manifestación de voluntad del ofendido, 

o de su legítimo representate sobre el ejercicio potestativo, fom1ulada por el sujeto 
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pasivo o el ofendiclo, con el fin de que el Ministerio Público tome conocimiento de 

un delito no perseguible efe oficio y se inicie la averi~1uc>c1ón previa respectiva. 

El Ministerio Put)fíco lo interrogará solicitiindole todos los datos, a 

través de un conjunto efe preguntas que debe realizar en fonna técnica y 

sistemática. 

Normas generales que debe de tomar en cuenta el Ministerio Público 

al recibir las declaraciones de los hechos denunciados: 

Cuando e! declarante en su carácter de víctima u ofendido o testigo 

sea menor de edacl, se le exhortará para que se conduzca con verdad en su 

declaración. 

OBJETO DE LA !\VERIGUACIÓN PREVIA 

Es cuando se da inicio a la investigación sobre la probable 

responsabilidad de un sujeto en la comisión de un delito. En esta etapa se deberá 

observar lo siguiente: 

a) Dar asistencia a los damnificados. 

b) Aplicar ciertas medidas cautelares. 

e) Realizar la investigación. 



d) (IP.s;i11of1;ir mNl1os prot);itonos 

e) Dict¡¡r órdenes de inhumación de cadáveres. 

t) lloc:i11nP.nt;ir sus ;ir.t1v1dadP.s 
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CAPÍTULOll 
DE LOS MEDIOS CON QUE CUENTA LA AUTORIDAD 

MINISTERl.A.L 

A) DE tA.S FACUL IAOES PARA DETFNER Y RETENER A UN PROBABLE 

RE SPONS/\AI E OFI OH 1 1 O 

El Ministerio Público Fecteral o estatal según sea el caso, tiene asignadas 

a) Perseguir los cielitos del fuero Federal o Fuero Común 

b) Asesorar al gobierno en materia jurídica 

c) Representar a !a Federación ante los tribunales 

el) E invertir en el juicio de amparo. 

En lo relativo a la persecución de los delitos del fuero federal tiene su 

base jurídica en los artículos constitucionales 21 y 102. El primero le otorga su 

facultad persecutoria y el segundo le señala su competencia. 

En C\lmplimiento de las <1tnlJUc1ones conferidas ejercitara las 

acciones penales correspondientes, y exigirá la responsabilidad que sea 

procedente. 
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El Ministe1io Público, como asesor del gobierno en materia jurídica, 

corresponde esencialmente que emita opinión solxe !a constitucionalidad de los 

proyectos de !ey y sobre los asuntos que ordene el Presidente de la República o 

>:o!icite el titular de un?. depenclencia ele la .A.ctministración Pública Federal además, 

el asesoramiento juríc!ico, en el orden estrictamente técnico y constitucional 

respecto ele los ?suntos que !o requ1er<.1n, por acuerdo del Presidente de la 

República, a ser tratados en reuniones ele titulares de las dependencias de la 

,l\dministración Pública federal. 

En lo relativo a la facultad que !e es otorgado al Ministerio Público 

parn detener y retener ? los probables responsables ele los ctelitos diremos que: 

El articulo 193-bis del Código Federal de Procedimientos Penales nos 

señala en que casos el Ministerio Público podrá girar órdenes de detención. 

"En casos urgentes el Ministerio Público podrá, bajo su 

responsabilidad, ordenar por escrito la detención de una persona, fundando y 

expresando los incticios que acrediten: 

a) Que el iniciado haya intervenido en la comisión de alguno de los 

delitos señalados como graves en el articulo siguiente. 
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b) Clue exista nes~10 t•mctaclo de que el indiciado pueda substraerse a 

la acción de la justicia; y 

c) Oue por razón de la hora, lugar o cualquier otra circunstancia, no 

pueda ocurrir ante autoridad judicial para solicitar !a orden de aprehensión. 

La violación de es!2. disposición hará penalmente responsable al 

Ministetio Público o funcionario que decrete indebidamente la detención y el sujeto 

será puesto en inmediata libertacl." 

''P.Jtícu!o ·194.-Se califican como delitos graves, para todos los efectos 

legales, por afectar de manera importante vcilores fundamentales de la sociedad, 

tos previstos en tos ordencimientos legales siguientes: 

l. Del Código Penal para el Distrito Federal en Materta de Fuero Común y 

para toda !a República en Materia de Fuero Federal, los delitos siguientes: 

1) Homicidio por culpa grave, previsto en el artículo 60, párrafo tercero; 

2) Traición a la patria, previsto en los artículos 123, 124, 125 y 126; 

3) Espionaje, previsto en los artículos 127 y 128; 

4) Terrolismo, previsto en el artículo 139, párrafo primero; 

5) Sabotaje, previsto en el artículo 140, párrafo primero; 

6) Los previstos en los artículos 142, párrafo segundo y 145; 

7) Piratería, previsto en los artículos 146 y 147; 
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8) Genocidio, previsto en el <irtículo ·149 Bis; 

9) EvC1sión de presos. previsto en los élr1ículos 150 y 152; 

10) Alélques ;¡ léls VÍéls de comunicélción. previsto en los artículos 168 

y 170: 

11) Uso !licito de instalaciones ctestinadas al tránsito aéreo, previsto 

en el articulo 172 Bis ptm·afo tercero; 

12) Contra la salucl, previsto en tos artículos 194, 195, párrafo 

primero. 195 Bis, er.cepto cu;incto se trate (le los casos previstos en las dos 

primeras líneas horizontales de las tablas contenidas en el apéndice 1, 196 

Bis, 19G Ter. !97, párrnfo primero y 198. parte primera del párrafo tercero; 

13) Corrupción de menores o incapaces, previsto en el artículo 20·1; 

y pornografía infantil, previsto en el artículo 201 bis; 

1'1) Los previstos en el artículo 205, segundo párrafo; 

15) Explotación del cuerpo de un menor de edad por medio del 

comercio camal, previsto en el artículo 208; 

16) Falsi1icación y alteración de moneda, previsto en los artículos 

214' 236 y 7.37; 

17) Falsi1icación y utilización indebida de documentos relativos al 

crédito, previsto en el artículo 240 Bis, salvo la fracción 111; 

18) Contra el consumo y riqueza nacionales, previsto en el artículo 

254, fracción VII, párrafo segundo; 

19) Violación, previsto en los artículos 265, 266 y 266 Bis; 
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20) .l\~alto en carreteras o caminos, previsto en el aitículo 286, 

segundo pán-afo: 

21) Lesiones, previsto en !os artículos 29·1. 292 y 293, cuando se 

cometa en cualquiera de las circunstancias previstas en los a1tículos 315 y 

315 Bis; 

22) Homicidio, previsto en los articules 302 con relación al 307, 313, 

315, 1·15 Bis, ?·20 y 123; 

23) Secuestro, previsto en el artículo 366, salvo los dos párrafos 

últimos, y tráfico de menores, pre'1isto en el artículo 366 ter; 

24) Robo calificado, previsto en el artículo 367 cuando se realice en 

cualquiera de !as circunstancias señaladas en los artículos 372 y 381, 

fracciones V!I, VIII, IX., Y,, XI, XIII, XV '1 XVI; 

25) Robo calificado, previsto en el artículo 367, en relación con el 370 

párrafos segundo y tercero, cuando se realice en cualquiera de las 

circunstancias señaladas en el artículo 381 Bis; 

26) Comercialización habitual de objetos robados, previsto en el 

artículo 368 Ter; 

27) Sustracción o aprovechamiento indebido de hidrocarburos o sus 

derivados, previsto en el artículo 368 Quáter, párrafo segundo; 

28) Robo, previsto en el artículo 371, párrafo último; 

29) Robo de vehículo, previsto en el artículo 376 Bis; 

30) Los previstos en el artículo 377; 
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31) Extorsión. previsto en el a1ticulo 390; 

32) Operaciones con recursos de procedencia ilícita, previsto en el 

a1ticulo 400 Bis, y 

33) En materia de (!erechos de autor, previsto en el a1tículo 424 Bis. 

11. De l:i Ley FeclPr:-il c11ntni l<i Delincuencia Organizada, el previsto en el 

aiticuto 2. 

111.- De la Ley F?cler;:il ne Annas <le Fuego y Explosivos, tos delitos 

siguientes: 

t) Portación ele am1as de uso exclusivo del Ejército, Am1ada o Fuerza 

Aérea, previsto en el articulo 83. fracción 111; 

2) Los pre'listos en e! articulo 83 Bis, salVo en el caso del inciso i) del 

artículo 11; 

3) Posesión de armas de uso exclusivo del Ejército, Amrnda o Fuerza 

Aérea, en el caso previsto en el a1tículo 83 Ter, fracción 111; 

4) los previstos en el artículo 8'1, y( ... ). 

Arículo 194-bis.- En los casos urgentes y de ftagrancia ningún 

iniciado podrá ser retenido por el Ministelio Público, por más de cuarenta y ocho 

horas, plazo en que deberá ordenar su libertad o ponerlo a disposición de la 

autolidad judicial 



Este plazo se cluplic<> en !os c<isos de delincuencia organizada que 

serán aquellos en los que tres o mas personas que se organizan bajo las reglas de 

jerarquía para cometer c!e modo violento y reiterado o con fines 

predominantemente lucrativos al~iuno de !os delitos previstos en el artículo del 194 

Códi~IO í-ederal deProcectimientos Penales: 

Si ta integración de !a averiguación previa requiriera mayor tiempo del 

señalado ante1iormente, el detenido será puesto el libertad, sin perjuicio de to 

previsto por el artículo 133 bis, del Código Federal de Procedimientos Penales. 

Cuando estén reunidos tos requisitos del artículo 16 constitucional et 

tribunal librara orden de aprehensión, reaprehensión o comparecencia según el 

caso contra el inculpado, a pedimento del Ministerio Público. 

Para dictarse una orden de aprehensión no será obstáculo la 

circunstancia de que este pendiente un recurso de apelación interpuesto contra 

resolución anterior que la hubiera negado. 

cuando se ejecute una orden de aprehensión contra una persona 

que maneje fondos públicos, se tomara las providencias necesarias para que no 

se interrumpa el servicio y se haga l<l entrega de los fondos, valores y documentos 

que tenga en su poder el inculpado, dictándose entre tanto las medidas 
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preventivas que se juzgue oportunas para evitar que se substraiga a la acción de 

ta iuslicra 

Descle el momento en que el Ministe1io Público recibe una 

declaración procede " d<irle inicio a un<i averiguación previa y si hubiere detenido y 

dicha detención fuere justificada hará inmediatamente la consignación a los 

tribunales, si se cumplen los requisitos que señale el Código de Procedimientos 

Penales para el Distrito F~dernl 

Para la aprehensión de funciona1ios federales o locales que incurran 

en la comisión de delitos del orden común, se procederá de acuerdo con lo que 

dispone ta Ley Federal de Responsabilidades de tos Servidores Públicos y tas 

leyes orgánicas y reglamentarias respecti'las. 

B) DE LAS MEDIDAS CAUTELARES 

Son ;:1quel!as dictadas por una autoridad judicial con fin de que se 

cumpla, lo orctem1.do por ella. 

Las medidas más importantes solicitadas por el Ministerio Público al 

juez son las siguientes: 



a) orden de aprehensión. 

b) onlPn <IP C<l!PO 

e) arraigo domiciliario o la prohibición de abandonar una 

demarcación geográfica 

El arraigo domiciliario o !a prohibición de abandonar una demarcación 

geográfica lo establece el a1ticulo 133 bis del Código Federal de Procedimientos 

Penales, que a letra señal<i lo siguiente: 

"La autoridad judicial podrá, a petición del Ministerio Público, decretar 

el arraigo domici!!atio o imponer !a prohibición de abandonar una demarcación 

geográfica sin su auto1ización, a la persona en contra de quien se prepare el 

ejercicio de la acción penal, siempre y cuando exista et nesgo fundado de que se 

sustraiga a la acción de la justicia. Corresponderá al Ministerio Público y a sus 

auxiliares vigilar que el mandato de la autoridad judicial sea debidamente cumplido. 

El arraigo domiciliario o la prohibición de abandonar una demarcación 

geográfica se prolongarán por el tiempo estrictamente indispensable, no debiendo 

exceder de treinta días naturales, en el caso del arraigo, de sesenta días 

naturales, en el de la prohibición de abandonar una demarcación geográfica. 
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Cuando el afectaclo pida que el arraigo o la prohibición de abandonar 

una demarcación geo~irafica quecte sin efE>cto, la autoridad judicial decidirá, 

escuchando al Ministerio Público y al afectado. si c!ebe o no mantenerse." 

.''.rtículo 270-bi!'.- "Cuando con motivo de una averiguación previa el 

Ministerio Público lo estime necesmio el amiigo del indiciado, tomando en cuenta 

las características ctel hecho imputado y las circunstancias personales de aquél, 

recunirá al órgano jurisdiccional. fundancto y motivando su petición, para que éste, 

oyendo al indiciado, resuelva el ari-aigo con vigilancia de !a autoridad, que ejercerá 

el Ministerio Público y sus aur.iliares. El arraigo se prolongará por el tiempo 

estrictamente indispensable para la debida integración de la averiguación de que 

se trate, pero no excederá no pudiendo exceder de treinta días prorrogables por 

otros treinta días a solicitud del Ministerio Público. 

El juez resolverá, escuchando al Ministerio Público y al arraigado 

sobre la subsistencia o levantamiento del arraigo." 

El cateo sólo se podrá practicar en virtud de orden escrita, expedida 

por la autoridad judicial, en la que se expresar¡¡ et t1Jgar que ha de inspeccionarse, 

la persona o personas que hayan de aprehenderse o los objetos que se buscan, a 

to que únicamente deberá limitarse ta diligencia, levantándose al conctuirta una 

acta circunstanciada, en presencia de dos testigos propuestos por el ocupante del 



lugar cate.acto o en su ausencia o negativa ror la autoridad que practique la 

<11l1genc1a. 

Cuando durante !as d!l!gencias de averiguación previa el Ministerio 

Público estime necesaria la practica de un cateo, acudirá al juez respectivo 

solicita.nao f¡i cl11it:JPllC'" eYprPS"l1<1o <>I oll¡eto ele ella y los eta tos que la justifiquen. 

Según !as c!rcuns!ancias del caso. el juez resolverá si el cateo lo realiza su 

personal. el tl1inisterio Público o ambos. 

Cuando sea el Ministerio Público quien practique el cateo, dará 

cuent<J al juez con tos result<Jc!os del mismo. 

En lo referente a la detención el Ministerio Público tas solicitará en los 

casos urgentes por escrito, fundando y expresando tos indicios que acrediten los 

requisitos que a continuación señalamos como son: 

a) Cuando el delito sea grave así calificado por la ley, 

b) Exist<J riesgo fundado de que et indicado pueda substraerse a ta 

acción de la justicia, y 

c) El Misterio Público no pueda ocunir ante ta autoridad judicial por 

razón de la hora, lugar u otra circunstancia. 
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C) DE l.AS MEOIUAS l)RECAlllORIAS UTILIZADAS POR Et MINISTERIO 

PÚBLICO EN LA INTEGRACIÓN DE LA AVERIGUACIÓN PREVIA 

t.a averiguación previa ctebera contener tocias las actividades que 

lleva11 a cabo el Ministerio P[1blico y sus auxiliares. las que deberán llevar una 

secuenc1<1 cfetalla<J;i, rom;inclo en cuenta las clispos1ciones correspondientes a 

cada caso concreto. 

La iniciación de toda avetiguación previa, será mediante ta noticia de 

ta posible comisión de un hecho delictuoso que se haga del conocimiento del 

Ministerio Público, la cual será facilitada por cualquier persona, ya sea agente de 

alguna corporación policiaca, o bien por un particular que tenga conocimiento de la 

ejecución de un hecho que se presume delictuoso y que sea perseguido por oficio. 

Cuando esta denuncia es hecha por un agente policiaco, será 

inte1Togado, además de que le se era solicitado el parte o infom1e de policía, 

asentando en el acta los datos que se desprendan de este, así como tos 

relacionados a su identificación y fe de personas uniformadas según se de el caso, 

pero si se trata de un particular, únicamente se te interrogará sobre los hechos 

que conoce. 
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Ei:ta noticia que se hace del conocimiento del Ministerio Público 

sobre la comisión de un delito, podrá ser a través de los requisitos de 

proceclibilidad que selia!a el articu!o 16 C'.onstitucional, los cuales son: la denuncia 

o querell::i. 

Tod3 averiguación previa e.mpezará con la referencia del lugar y 

número de !a agencia investigadora en la que se inicia ésta, así como la fecha y 

hora respectivas. indicando el functommo que 0rcten¡¡ el lev¡¡ntamiento del acta, el 

responsable del turno y !a clave ele !a averiguación previa, a continuación se hará 

una narración sucinta de !os hechos que dieron su origen, el levantamiento del 

acta, esta diligencia es i::omúnmente i::onocida como "exordio", que suele ser de 

gran ayuda y::i que nos puecle dar 1_1n:;i idea general sobre los hechos que 

originaron la iniciación de !a avetiguación previa. 

También la averiguación previa se irá integrando con los 

interrogatorios y declaraciones hechas por la víctima u ofendido por los testigos y 

por el indiciado. 

El interrogatorio i::onsistirá en una serie de preguntas que el 

funcionario encargado de la averiguación realizará de una manera organizada y 

metódica a las personas que tengan conocimiento del ilícito y puedan aportar 

infom1ación útil para llegar a saber la verdad de los hechos que se investigan; así 
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mismo l;:i declaración consistente en la narración o referencia que hace una 

persorrn sobre c1etPrwrn;Hlof. 11ect1os. p0rr.onas o circun~tanc1as relacionadas con 

Ja averiguación t)rev1a que S<' ;:igregan ;:i ésta. 

En cuanto a l;:i declaración ele Ja victima u ofendido de un hecho 

delictuoso se procederá de mmediato a tomarle Ja protesta de conducirse con 

verdad siempre que éste sea mayor de 18 años. pero si no se encuentra en esta 

situación, únicamente se le exhortará y a continuación se Je pre~1untara sus 

~1enerales. como son: nombre. dom1cilro, Jugar de origen. naciomilidad, edad, 

estado civil, gr<1do de escolaridad, ocupación, domicilio del lugar donde trabaja, 

teléfono en donde se le pueda localizar y posterionnente se le pedirá que realice 

una narración sistemática y concisa de los hechos que va a dar a conocer al 

Agente Investigador del Ministerio Público, el cual deberá guiar el interrogatorio sin 

presiones ele 111nguna manera al exponente. Una vez que se ha asentado Ja 

declaración en el acta se Je dejará a la persona que declaró leerla para que Ja 

ratifique y Ja finne, pero si el declarante no supiere leer podrá designar alguna 

persona para que de lectura a Ja declaración e imprimirá su huella dactilar. 

En Jo relativo a la declaración de Jos testigos se realizará bajo las 

mismas reglas que la del ofendido y se podrá tomar Ja declaración a cualquier 

persona que pueda proporcionar información útil, para comprobar el cuerpo del 

delito y Ja probable responsabilidad del indiciado, con la única excepción de que si 
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el testigo se encuentra en estado de ebriedad o bajo el influjo de alguna droga, en 

este caso, únicamente se le podrá interTogar. después ele que hayan pasado los 

efectos ele la ctrn~t<l o <lel ~lcohol 

Ahora bien. en lo referente a la declaración del indiciado, si este se 

encuentra será remitido al médico para que dictamine acerca de su estado 

psicofisico. una vez hecho lo anterior, se le exhortará al indiciado para se 

conduzca con verdad, pero no se le protestará en cuanto a los hechos propios y 

durante el interrogatorio y toma de declaración, deberá omitir el investigador de 

hostigar verbal o físicamente al declarante. 

También observamos dentro de esta interrogación, la inspección 

ministerial, la cual define el autor, Osario y Nieto como: "la actividad, realizada por 

el Ministerio Público, que tiene por objeto la observación, examen y descripción de 

personas, lugares u objetos, cadáveres y efectos de !os hechos, para obtener un 

conocimiento directo ele la realidad de una conducta o hecho, con el fin de integrar 

la averiguación previa . .,.; 

Esta inspección ministerial tiene corno objeto examinar personas, 

lugares, cosas, efectos y cadáveres; esto con el fin de allegarse información que 

el mismo Ministerio Publico descubra, vea o palpe por las inspecciones que haga. 

6 lbidem. p.14 
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En lo reterentr ;i personas cuanclo se trate principalmente de los delitos de 

lesiones. y otros. tal y como lo dispone el a1ticulo 26!:· Código de Procedimientos 

Penales para Oistnto Federal. "Al iniciar sus procedimientos. el Ministerio Público o 

la Policía Judicial. se trasladara inmediatamente al lugar de los hechos, para dar fe 

de las rerson;is y cl0 las cosas a q111enes hubiere afectado el acto delictuoso y 

tom;ir<in los elatos ele las que lo hayan presenciado. procurando que declaren, si 

es posible. en el mismo lugar ele los hechos y cit<indol<>s, en caso contrario, para 

que dentro del térm1110 de veinticuatro horas comparezcan a rendir su 

declaración" 

Otra diligencia que también se puede realizar durante esta etapa, es 

la reconstnicción de los hechos, aunque no es muy usual que se lleve a cabo 

durante la averiguación previa, no obstante su practica se realizará bajo la 

conducción 'l responsabilidad del Ministerio Público 'l la cual tiene por objeto 

representar o reproducir la forma, modo y circunstancias como ocurrieron los 

hechos que se investigan 

La confrontación es otra de las diligencias que se practican durante 

la integración de la averiguación previa, a la persona a la cual se confronta, se le 

protesta para que se conduzca con verdad, además que asegure si persiste en su 

declaración, si lo conoció con anterioridad al sujeto al cual le atribuyen el ilícito o si 

fUe en el momento de la ejecución del hecho que se investiga y si postertonnente 
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lo vio en otro lugar Para ello el Código de Procedimientos Penales para el Distrito 

Federal. en su ar1iculo 217 enuncia que: "Toda persona que tuviere que referirse 

a otra en su declaración o en cualquier otro acto procedimental, lo hará de un 

modo claro y preciso que no deje lugar a duda respecto a Ja persona que señale, 

mencionando su nombre. apellido, domicilio y demás circunstancias que puedan 

darla a conocer" 

Otros actos en la averiguación previa, son la razón, Ja constancia y la 

fe ministerial, por lo cual Osmio y Mielo las define como: 

"La razón es un registro que se hace de un documento en casos 

específicos."' 

Esta procederá cuando se presentan documentos relacionados con 

la averiguación previa y sea importante que obren en la misma, por lo tanto se 

registrará el documento anotando los datos que lo especifiquen. "La constancia es 

el acto que realiza el agente del Ministerio Público durante la averiguación previa, 

en virtud del cual, se asienta un hecho formalmente relacionado con la 

averiguación que se integra, ya sea respecto de lo que se investiga o del 

procedimiento que se está verificando". 8 

1 Jbidem. p 17 
• Jbid¡¡,rn, p.18 
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En l:i averiguación previa se hará un asiento relativo a pruebas 

materiales de los hechos 111vest1gaclos. los q1.1e pueden ser sobre lugares, objetos, 

huellas, circunstancias, se1ias, declaraciones. relación que existe entre testigos y 

el indiciado, 13 horn en que se 11;1 ;ipreliend1clo al presunto responsable, etc. 

En lo referente a la fe ministerial el mismo autor señala que: 

"La fe ministe1ial forma parte de la inspección ministerial, si previa 

inspección, se define i:omo la 3t1lentificación que hace el Ministerio Público, de 

personas, cosas u objetos relacionados con los hechos que se investigan".9 

Est;:i fe ministerial se v;:i a dar con las consecuencias de los hechos, 

de las circunstancias y los pormenores que tengan relación con el delito que se 

investiga y ele aquellas person<is y cosas que hubieran afectado el hecho 

realizado, pudiendo utilizar la frase, ·el Ministerio Público que actúa da fe de tener 

a la vista .. .", por consiguiente dará autenticidad a todos aquellos hechos o cosas 

que le fueran narrados o presentados. 

Consideramos necesario hacer mención de las diligencias en actas 

relacionadas, ya que con frecuencia estas se practicaran fuera del perímetro de la 

agencia investigadora que inicia la avenguación previa, por que soHcitará por vía 

• lbidem. p.18 
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telefónic::i o rndiofónica a la agencia investigadora correspondiente la práctica de 

las diligencias necesarias y solrcit;mí el levantamiento del acta relacion::ida. 

Por último. I<' averigu<1ción previa quedará totalmente integrada con 

la determinación que se haga de ésta. ya sea su integración en una mesa de 

trámite o agencia investig<1dora. deberá dictarse una resolución que decida el 

curso que tomará la averiguación 

Determinación que debe tomarse en la agencia investigadora es: 

Fuero Común. 

1.- Ejercicio de !a acción penal. 

2.- El no ejercicio puede ser temporal o definitivo. 

3.- Envío a Fiscalía Central. 

4.- Envío a mesa central con detenido o sin detenido. 

5.- Envió a otro departamento o a otra agencia. 

En el Fuero Federnl. 

1.- Ejercicio de la acción penal. 

2.- No ejercicio. 

3.- La reserva. 

4.- El archivo. 
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La facultad y obli9ación del r.Jlinisterio publico de ejercitar la acción 

penal se desprende del artículo 21 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, al establecer que l:i persecución de los delitos corTesponde 

única y exclusivamente al Ministeno Público ~' es a través de éste. que el Estado 

solicita la C\plicación e impartición ele penas a casos concretos. 

E! !vlinisterio Público Federnl únicamente puede ejercer la acción 

penal en los casos en que se encuentren comprobados los extremos del artículo 

16 constitucional, es decir. los requis1tor, de proceclibilrd;id. 

Los presupuestos del ejercicio de la acción penal, son los siguientes: 

a) La caución en el mundo exterior de un hecho que la norma penal 

singular descritJe como delito; 

b) Que el hecho mencion3do haya sido dado a conocer al órgano 

persecutorio, es decir, al Ministerio Público, por medio de una denuncia o querella; 

c) Que, valornclos en su conjunto los datos ministrados por ta 

declaración del tercero o averiguados por el Ministerio Público, resulte probable de 

la responsabilidad de una persona física y peñectamente identificada. 
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Es la acción penal, por lo tanto el medio a fin de hacer valer la 

pretensión punitiva •:te! estado. es ctecit. el instrnmento por medio del cual el 

Ministe?io Público investig?.dor pide !a aplicación de !a pena, con el objeto de 

proteger los tn!i:!'resl.'s cll.' l'l coll.'ctiv1cl::id: pero l<i existencia o inexistencia de los 

presupuestos quedan a criterio del juez. Es por ésto. que nos damos cuenta que 

el Ministerio Público es el titular de la acción penal. 

Cn cuanto al no ejercicio de la acción penal, designada a una 

resolución casi definitiva, que imposibilita la intervención del órgano Jurisdiccional, 

y por lo t<into impide que et incllviduo sea. JUZ~taclo por el juez. 

E! Ministerio Público puede emitir dos determinaciones el ejercicio de 

la acción penal, el no ejercicio de la acción penal temporal o definitiva. 

E! Ministerio Público ante esta situación hará del conocimiento al 

querellante o denunciante sobre el propósito de la resolución de reserva, y le 

solicitará que aporten más pruebas e información que sirva para poder comprobar 

los requisitos de procedibilidad, pero en el caso de que el ofendido por el delito no 

aporte estos elementos o que en su caso no fueran suficientes para llegar a dicha 

comprobación, el Ministerio Público girará orden de investigación a la Policía y 

dictará el acuerdo de reserva, enviando el expediente de que se trata a la 

Dirección General de Asuntos Jurídicos, en el que se señalarán las diligencias que 



considere necesarias y que aún falten para la rJebida integración de la 

investigación previa. 

En !o que se refiere a !a ponencia de archivo. es aquella resolución 

emitida por e! Ministerio Público en una averiguación previa de enviarta al archivo 

en forma definitiva, cuando después de realizadas y desahogadas todas las 

ctiligenc1¡is neces!l1ws p<:1ra comprob<ir el cuerpo ele! clellto y la presunta 

responsabilidad se ha confirmado que no se puede confirmar ninguno de éstos, o 

que sólo se comprobarán el cuerpo del delito, pero no se logro comprobar la 

presunta responsabilidad ele una persona cteterminacla o que exista a su favor 

alguna causa que extinga la acción penal. 

O) DESOBEDIENCIA V RESISTENCIA DE LOS PARTICULARES A UN 

MANDATO DE Lfl. AllTORIOAO 

El artículo 21 Constitucional establece: que la imposición de las 

penas es propia y exclusiva de la autoridad judicial. La función jurisdiccional 

consiste en aplicar el derecho a los casos concretos, lo cual estriba en que el 

juzgador determine si el hecho es o no clelictiVo, si las personas han intervenido y 

si son responsables, así como detenninar cuales son las sanciones que deben 
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;iplic;irsf>; pero est;i ;ictrvrclacl surio111> la f>xrstP.ncia y cles;irrollo ele un juicio previo 

confornlf> ;i la IPyes establf>crclas 

P<1ra !!ev?.r a cabo es!?. función jurisdiccional, primeramente debe 

tener conocimiento de la e:--.!stencia de un hecho especifico, posteriormente deberá 

determinar o dec!11rnr si este !1echo constituye o no un delito y si reúne los 

elementos que comprueben la responsabilidad, y por último, aplicará las sanciones 

específicas a cada caso. 

la fütalidad de la actividad juriscl1cc1onal consiste, en decidir 

jurídicamente sobre un hecho delictivo y aplicar !a situación jurídica que la ley 

respectiva sefiale. 

El Ministerio Público cuando conozca de un hecho delictuoso hará 

que tanto e\ ofendido como el prob:Jble responsable sean examinados 

inmediatamente por el médico legista, para que este dictamine, con carácter 

provisional acerca de su estado fisiológico. 

El Procurador determinará mediante disposiciones de carácter 

general; el monto de la caución aplicable para gozar de la libertad provisional en la 

averiguación previa. 
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Cuando el Ministerio Público decrete esa libertad al probable 

responsable lo pre1Jendrá para que comparezca ante el mismo, para la practica de 

diligencia de a1Jerigu<1ción. en su c;:iso y concluid<1 esta ante el juez a quienes se 

consigne l<i <11Jerigu'ilción, quien orden¡¡rá su presentación y si no comparece 

orden<irá su <1prel1ensión prel/i:i solicitud del Ministe1io Público mandando hacer 

efectiva la ganmfra otorg:ida 

Por tanto, cuando un indiciado al qued<ir en libertad bajo caución, 

debe :icudir ante el juez, y de no !iace1io se hará efectiva la fianza con la que 

ga.rantlzo su hbe1tad, to(IO por (fesoberJecer el mand;;i.to (le l;;i autoridad. 

El Ministerio Público podrá hacer efectiva la garantía si el probable 

responsable desobedeciera sin causa justificada las órdenes que dictaré. 

La garantía se cancelará y en su caso se devolverá cuando se 

resuelva el no ejercicio de la acción penal o una vez que se haya presentado et 

probable responsable ante el juez de la causa y éste acuerde la devolución. 

En l<1s averigu;;iciones previ¡is por delitos que sean de la competencia 

de los juzgados de paz en materia penal o siendo de los juzgados cuya pena 

máxima no exceda de cinco años de prisión, el probable responsable no será 

privado de su libertad en los lugares ordinarios de detención y podrá quedar 
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arraig;Hlo nn su dom1c1Jro con la t::icultad ele traslaclarsP al Jugar ele su trabajo si 

concurrn~ren las c1rc11nslancias s1(1u10ntes· 

! .- Proteste presentBrse :mte el Ministerio Público que trámite la 

aveliguación cuando este lo ctispo11~1a. 

2.- Mo existan d3tos ele que pretenda substraerse a la acción de la 

justicia: 

3.- Re::ilice co11ve11io con <!I ofencliclo a sus causahabientes, ante el 

Ministerio Público, de !a forma en que reparará el daño causado, en su caso 

cuando no se convenga sobre el monto, el Ministelio Público con base en una 

estimación ele los daños causados, en la inspección ministelial que practique, en 

las versiones de los sujetos relacionados con los hechos y en los demás 

elementos de prueba de que disponga, determinar¡¡ dicho monto. 

4.- Que tratándose de delitos por imprudencia ocasionados con 

motivo de tránsito cte vehículos, el presunto responsable no hubiese abandonado 

al lesion¡¡do, ni participado en los hechos en estado de ebliedad o bajo el influjo 

de estupefacientes o sustancias psicotrópicas; 
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5.- Oue a!gun<1 pl:'rs0n<>. ::i <::riterio ctel a~tente investigador del 

Ministerio Público, fundado en los datos que recabe al respecto, se comprometa, 

bajo protesta, a presentar al probab!e responsab!e cuando así se resuelva. 

G.- En caso que el indiciado o la persona a quien se refiere la fracción 

anterior, desobedecieren sin justa causa las órclenes que dicte el Ministerio 

Público, se re1Jocara el <irraigo y la averiguación previa será consignada en su 

caso, solicitando al juez competente la orden de aprehensión o de comparecencia 

en su contra. según correspond<i. 

7 .- El anaigo no podrá prolongarse en su totalidad por más de tres 

días naturales, transcurridos estos el amligado podrá desplazarse libremente sin 

perjuicio de que el Ministerio Público, si así procediese, consigne la ave1iguación y 

solicite la orden rn1mcionada. 



CAPÍTULO 111 
EL PROCESO PENAL 

Fs unportanle lrnwr el Pstud10 riel proceso penal, en este tema por 

que consic1P.ro, CJUP. es la parte meclul;ir del ;irra1go domiciliario. en el proceso. 

El vocablo proceso viene de pro "para adelante", y cederé. "caer, 

caminar", es una sucesión de actos que persiguen un fin. 

Según el jurista Ecluardo Pallares "Ja palabra proceso proviene de 

proceda. que significa avanzar"'º 

Por otro lado, el connotado penalista, Guillermo Colín Sánchez, 

considera que, "el término deriva de procederé, cuya traducción es "caminar 

adelante"" 

Es neces<irio diferenciar el concepto de proceso con el de 

procedimiento; para lo cual, se dice que este último, es el medio extrínseco por el 

cual se instaura y se desenvuelve hasta su finalización el proceso. 

'ª Pallan>s, Eduardo. "Derecho Pror.esal Civil". Ed. Po.-rúa. Mé<ico 1983, p.96 
11 Colín Sanchez, Guillermo. "Derecho Mexicano de Procedimientos Penates·. Ed. Porrúa. 16a. ed. 
p.68 
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E! proc~so. es el 111ecJ10 que tie11e el Est<1do para resolver conflictos 

regido por el derecho proces<JI. que est<1blece el orden ele los actos para una 

tlebic\<1 y correct<1 acl1wlacl ¡u11schc:r.1on~1 

En 3l~1unas disciplinas como el Derecho Penal. la Criminología, y el 

Derecho Procesal, se conjugan la teoría con la práctica, ofreciendo una diversidad 

de aspectos destac<indo entre e!los. el conocimiento de las nom1as jurídicas por 

los hombres. permitiendo que éstos puedan convivir entre si, recordando el 

principio ele que el cJerecho ele un hombre termina hast¡¡ cloncle empieza el de los 

demás. 

Así se tiene, que el Proceso Penal en general ha sido definido y 

analizado por varios autores del mundo, así se tiene, que para Mazini, es: 

"El Derecho Procesal Penal es un conjunto de normas, directa e 

indirectamente sancionadas, en que se funda la institución a la detenninación de 

las condiciones que hacen aplicable en concreto el Derecho Penal Sustanti'w'0." 1 ~ 

Manuel Rivern Silva, sostiene que: 

"E! Derecho Procesal Penal, es el conjunto de actiVidades 

reglamentadas por preceptos previamente establecidos que tienen por objeto 

"Mazini. "Derecho Procesal Penal', V.I . Ed. Egea. Buenos Aires;. p.107 
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determinar que hechos pueden set calificados como delitos para en su caso 

aplicar la sanción corre<.;ponrliente"'' 

Colín Sánchez considern que el Derecho Procesal Penal es: 

"El conjunto de nom1as internas y públicas que regulan y determinan 

!os actos. las formas y fo11naliclades que cleben observarse para hacer factible la 

aplicación ele\ Derecho Penal Sustantivo"14 

De los diversos conceptos rnenciomiclos anteriormente es posible 

precisar que, el Derecho Procesal Penal, está integrado por las nom1as 

procedimentales penales vigentes, cuyo fin es hacer efectivo el objeto y propósito 

clel Derer.tlo Penal Sustantivo. 

Por otrn parte, es conveniente mencionar que los fines de este 

Derecho Pen<l.I Adjetivo, son los siguientes: 

a) Juzgar el hecho cometido 

b) SI lo ha re¡¡lizado el acusado 

c) Declarar o no su responsabilidad 

d) Declarnr su eventual peligrosidad 

13 Rivera Silva, Manuel. "El Procedirnienlo P"nal', Ed, Porrúa. S.A Mé<ico ·1999, P.27. 
14 Colín Sánchez, Guillermo. Ob. Cit. . p .. 5 

··, 
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El Derecho Procesal Penal. es de orden público, porque, regula 

relaciones entre e! Esl;:ido y !os patticu!«res infractores ele las normas penales, 

que a través de la función judicial, se armoniza esta relación con las personas 

físicas o mornles. 

Es ele carácter interno, porque sus disposiciones se dirigen a tutelar 

la conducta ele quienes integren una colectrvictacl, para la cual han sido dictadas. 

Es acljetivo. porque es cre<iclo para denominar y armonizar con et 

Derecho Pen<il sust<intivo. 

Es formal, debido a que el Derecho Penal ha sido considerado como 

material, es entonces complementario, entender al derecho procesal penal como 

formal. 

Es instrumental, porque es el medio para llevar a cabo el objeto y 

fines del Derecho Penal Sustantivo. 

Es accesolio, porque surge como consecuencia de la existencia de 

un delito, posteriormente trayendo una pretensión punitiva; debiendo así ser 

definida de acuerdo al caso concreto. 

1 [~;IS COR 
f ALi.A DE OlUGEN 
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Es autónomo, porque tiene independencia del Derecho Sustantivo: a 

pesar de tener carácter ele accesorio. 

Desde el punto d<.:> vist<1 (i<>I D<.:>r<.:>cho Proces<1I Penal; proceso penal, 

es eutonces, el conjunto ele actos que aba1c<1 desde que se dicta auto de formal 

µrisión o de sujeción a fJroceso, µreinstrucción, instrucción, ofrecimiento y 

desahogo de pruebas, hasta antes ele que el Ministerio Público rinda conclusiones 

acusatorias. 

El procechmiento penal. es el conjunto ele actos, formas y 

fom1alidades legales que se observan por los intef'tinientes en una relación jurídica 

material de derecho penal, susceptible de generar una relación jurídica procesal 

que, en su momento, defina a la anterior, y de esa manera, se aplique ta ley a un 

cci.so concreto 

A) NATURALEZA .JURÍDICA 

Para conocer la naturaleza jurídica del proceso penal, es importante 

mencionar las diversas doctrinas que han existido respecto a la explicación del 

proceso. 
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1) Teoría del Contrato: esta doctrina parte de la afirmación de que 

existe una convención entre el actor y el demandado, convención que fija 

determinados puntos de discusión y que otorga la autoridad al juez; el antecedente 

de ella lo encontramos en l;i hlis contestatio del derecho romano. la cual significa 

un acuerdo de voluntades por el que se investía del poder al iudex (árbitro). 

2) Teoría del i:uasicontrato; es la que sostiene que no podría tratarse 

de un contrato, pues si el demandado no concurría por su voluntad o, 

simplemente, faltaba (rebeldía), la figura qt1e mas se adecuaba al fenómeno en 

estudio er<i l<t del cuasicontrato 

Además algunos juristas, llegaron a opinar que; el proceso es un 

hecllo generndor de obligaciones, y que no siendo contrato, ni delito, ni 

cuasidelito, debía ser, por descarte, un cuasicontrato. 

3) Teoría de la relación jurídica; esta doctrina cuyos antecedentes se 

encuentrnn en las ideas de Hegel, expuesta por. Von Bulow; afirma que la 

actividad de las partes y del juez está regida por la ley y que el orden establecido 

para regular la condición de los sujetos dentro del proceso, determina una relación 

jurídica de carácter procesal, consistente en el complejo de derechos y deberes a 

que está sujeto cada uno de ellos, teniendo a un fin común. 
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'1) Teoría ele la situación jurídica; es la doctrina que niega la teoría 

anterior: considera que no puede hat)larse de relación jurídica en el proceso, 

puesto que los imperntivos r efe•iclos <11 Juez son de naturaleza. constitucional y no 

procesal y se derivan no del juicio, sino de su cargo de funciona1io público. 

"Cn !uga1 ele relaciones jurídicas, el proceso crea nuevos nexos 

jurídicos. Se trata más bien de una situación jurídica, que el citado autor define 

como el est<1tlo en que una persona se encuentra, desde el punto de vista de la 

sentencia judicial que espera, con arreglo a las nom1as jurídicas. Esta situación se 

concreta en actos u omisiones ctetem1inados: la obtención de una sentencia 

favorable depende de !a realización de ciertos actos procesales exitosos 

{dem<1nclar, comparecer, probar, alegar, etc). y la perspectiva de una sentencia 

desfavorable, en cambio, de la realización de actos inconvenientes o de la omisión 

de los co1respondientes"15 

5) Teoría de la institución; esta doctrina ha tratado de encontrar más 

que una simple relación jurídica y le ha atribuido el carácter de institución en el 

sentido de que, es un conjunto de actividades relacionadas entre sí por el vínculo 

de una idea común y objetiva, a la que figuran adheridas, es o no su finalidad 

,. Véscovi, Enrique, "Teori• Genero! del Proceso", E'd. Temis, Bogotá Colombia 1984, pp.109 y 110 
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inclivtclu<il. las diversas voluntades part1c11l<1res de los sujetos de quienes procede 

;iquella nct1v1dad. 

La existencia de todas las anteriores teorías, que tratan de explicar ta 

naturaleza jurídica de! proceso, no esta orientada para llegar a una discusión, sino 

que de acuerdo a ta aceptación de cada teoría, es como se estará a favor de la 

regulación jurídica. 

Por otra pa1te, se tienen diversos sistemas procesales, los cuales se 

han clasificacto en trm; ~trnnctcs grupos: 

¡i. Sistema Acusatorio. 

Este sistema, considera importante, el interés del titular del derecho 

subjetivo, en !a persecución y !a investigación, los particulares son quienes tienen 

e! deber de aportar al órgano respectivo toda clase de elementos, siendo ellos los 

únicos que pueden denunciar !os delitos de que tengan conocimiento. 

El proceso debe ser ora!, no escrito y público. 

"Los actos procesales de acusación, defensa y decisión, no se 

ejercen por una sola persona, se encomiendan a sujetos distintos: tos actos de 
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acusación, los encomienda el Estado al Ministerio Público, los actos de defensa al 

inculpado, ya sea por si. o por medio de un defensor que lo representa. defensor 

que puPde ser 1111 p;.irt1c11li1r. o des1~1nacfo en su nombre el Estado. es el llamado 

defensor de oficio. y los actos de decisión. a la persona física juez, magistrado, 

etc. 

En este sistema, el representante de! Estado señalado es el titular de 

la acción penal, misma que sino ha sido ejercitada, no es posible la existencia del 

proceso; la libertad de las personas, está asegurada por un conjunto de garantías 

instituidas legalmente ~, sólo admite !as excepciones que la necesidad 

proc<.>chmentci! ctem¡¡nd¡¡; por ende, imper¡¡n tos principios de igualdCld, moralidad, 

publicidad y concentración de los actos procesales. Por último, corresponde a •tos 

parliculmes la aportación de pruebas, y la valoración de éstas al juez."16 

b. Sistema lnqt1is!tivo 

Este sistema muestra interés por lo social, ta persecución de tos 

delitos se realiza en forma compleja por parte del órgano, es decir, debe ser de 

oficio, no se encuentran delimitadas sus funciones, el juicio se realiza por escrito, 

en forma secreta y continua, si se acepta ta idea de la prisión preventiva. 

"Calin Sánche;:, Guillermo, Ob. Cit .. p. 89 
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Los actos de acusación, defensa y decisión residen en el juzgador, 

par <J quie11 110 existen lim1tcic1011es respecto ci las investigaciones encaminadas a 

obtene!· una amplia información sobre tos hechos. Además, tas pruebas que se 

ofrecen en un proceso si~1u1t-ndo est;i doctrina. se encuentr;:i.n dentro de un valor 

tasado. seiialado en el juicio. 

c. Sislem<' MiY-to 

Como su nombre lo indica, este sístenu1 contiene o se integra de 

características c!e !os c!os sistemas antetiores. E! interés que se persigue es el 

social, protegiendo ta segundad jurídica de !a colectividad, la investigación y 

persecución de tos delitos queda limitada en forma exclusiva al Ministerio Público. 

Este sistema es et que sea adoptado en el sistema jurídico 

mexicano, por su parte cada uno de los órganos o autoridad que intervenga en el 

proceso, cumple con su función, el procedimiento por ende debe ser oral y escrito, 

se protege la libertad procesal y a las pruebas que se encuentran señaladas en el 

código, quedando al libre albedrío el que las partes las ofrecieran. 

"El proceso nace con la acusación formulada por un sujeto, 

específicamente determinado por el Estado, por lo que, en situaciones diversas, el 

Juez está impedido para tomar conocimiento de la conducta o hechos punibles; 
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durante la instrucción procesal. se observan la escritura y el secreto; en el juicio 

privan. como formas de los <ictos proces<iles; cralictad. publiciclacl y contradicción. 

La delensa es rnl<it1v;¡ porqu<' ;11rnque tr0rw a '.lll cargo la asrstenc1a del procesado. 

no disfruta df' la arnplit11<I n0cPsa1 ra para rnmrrhr su cometido. El juez, tiene 

amplias facultades par« 1ustiprf'ciar. el material prollatorio"17 

B) LA INSTRUCCIÓN. 

Es importante señalar que antes de esta etapa, existe la llamada 

preinstrucción, durante esta fase se tratará de demostrar por el acusador que los 

hechos en que se funda la contienda que se somete al conocimiento del tribunal, 

se califican como clelictuosos, y que existen pruebas que demuestran que tales 

heclios le pueden ser imputados al penalmente enjuiciado. 

La palabra instrucción, desde el punto de vista gramatical, quiere 

decir, impartir conocimientos. 

11 Colin Sánchez. Guillermo. ob. cit. p 89 
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A este respecto, el autor González Bustamante, señala que significa 

"enseñar, lnfo1mar de alguna cosa o ci1cu11stancia." 1
·; 

Desde el punto de vista juridico, se refiere a que sean dirigidos al 

juzgador. inclepcndit>ntemente de que este tenga 111iciativa para investigar, lo que, 

a su juicio, no sea preciso para crear una auténtica convicción. 

D'i' lo anterior, se desprenden dor. s1gnificaclos. 

A) Del verbo instruir, es decir, enseñar. mostrar, fomiar, adoctrinar, 

ilustrar, preparar, encamimir, explicar. etc 

8) Del sustantivo instrucción, que quiere decir lapso o periodo dentro 

del cual se realizan diversos actos procesales. 

El concepto o idea de instrucción, varia de autor en autor, y de ley en 

ley; teniendo como ejemplos: 

"a) Para la ley española, la instrucción es el conjunto de actuaciones 

encaminadas a preparar el juicio, averiguar y hacer constar la perpetración de los 

delitos con todas las circunstancias que puedan influir en su calificación y la 

19 Gon~ále; 81;stam3nt.;i. JJan ..'osé, ·Prin':ipios d~ OC?rC?~o Pro~;al~. Ed. PornJa, México 1975, p. 
197. 
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ct1lpab1liclart los ctelinruentes. asegurancto sus riersonas y las responsabilidades 

¡wcwmuias do los rn1srno~. 

b) Para nuestro Código Pena! de 189'1, !a instrucción; comprende 

todas las diligencias practicad::is para l::i comprobación de tos delitos e 

investigación de el!os. desde que se comienza e! proceso hasta que se dicte et 

auto a que se refieren los a1ticu!os, que declaran el proceso cerrado. 

c) En el Código Federal de Procedimientos Penales vigente, la 

instrucción comprende, las diligencias practicadas ante quien y por los tribunales 

con el fin de fJVeri~tufJr y probcir !fJ existencici del delito, las circunstancias en que 

hubiese sido cometido y a las pecutiatidades del inculpado, así como la 

responsabilidad o irresponsabilidad penal de éste. 

d) PcirfJ Banios de Angeles, es el conjunto de cictos que tiene por 

finalidad ciportcir y elciborcir los datos constitutivos de lci certeza sobre el objeto 

(existencial y gnoseológico), así como determinar y afectar tos bienes o personas 

necesatios para la satisfacción. 

e) Para Fix Zamudio, la instrucción es también denominada sumario 

judicial y según la doctrina mexicana, en la misma se hace investigación por el 
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juzuaflor p;irn neterminar I¡¡ ex1stcncm de los delitos •¡ la respons:ibilidad o 

irrespo1rnabilitlad del <1cusado."1
" 

La primera etapa de la instrucción, se inicia en el momento en que 

ejercitada la acción penal se dicta et auto de radicación. 

E! auto de radicación, es la p1imera resolución dictada por el juez con 

la cual se manifiesta en fonna efectiva !a relación procesal, desde este momento 

el agente cte! Ministe1io Público como el procesado, quedan sujetos bajo potestad 

del juez. 

Es conveniente señalar que tratándose de una consignación sin 

detenido, por delito grave o delincuencia organizada, se deberá radicar el asunto 

el juez dentro de las 24 horras siguientes, resolverá sobre et pedimento de la 

orden de aprehensión. En caso de que el juez. no resuelva sobre esos puntos el 

Ministerio Público procederá a interponer el recurso previsto por el legislador para 

estos casos. 

En materia federal, el juez ordenará o negará la aprehensión, 

reaprehensión, comparecencia o cateo solicitado por el Ministerio Público dentro 

de los diez días contados a partir del día en que se haya acordado la radicación 

19 Silva. Silva .. Jorge .6.lberto. "Derecho Procesal Penal". Ed. Harla. Mi!<ico 1990, p.286 
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El auto de radicación debe contener los requisitos siguientes: 

1) La feclrn y horn en que se recibió la consignación. 

2) La orcfen parn que se ref1istre en el libro de gobierno y se den los 

avisos correspondientes. tanto al superior como al agente del Ministerio Público 

adscrito. para que este último intervenga, de acuerdo a lo que señala la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en el Código de 

Procednníentos Pen;iles p;ira el Distrito Fecfcmil, en el caso de que haya detenido. 

Cuando no haya detenido, el juez deberá ordenar que se hagan 

constar, sólo los datos primeramente citadas, para que, previo estudio de fas 

diligencias. en la aptitud de dictar la orden de aprehensión. reaprehensión, 

comparecencia, o negarlas. 

Es conveniente aclarar que la orden de aprehensión, es una 

resolución judicial en la que, con base en el pedimento del Ministerio Público y 

satisfechos los requisitos indicados en el artículo 16 constitucional, se ordena la 

captura de un sujeto determinado, de inmediato deberá ser puesto a disposición 

de la autoridad que lo reclama, con la finalidad de que conozca los hechos 

delictuosos que se le atribuyen. 
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Por otro !<ido se tiene ;i la Orclen de Comparecencia, cuando exista 

una conducta o hecho tlel!ctuoso. que tenga una o más sanciones no privativas de 

libertad, el agente del Ministetio Público. ejercitara acción penal, sin detenido, pero 

con 13 so!icitud de que éste sea citado para que se le tome la declaración 

preparnton;i ~' con11wrezrn o nucl;i ;i !;is citas que le haga el juez. 

Así tenemos que el auto de radicación "implica que el órgano 

jurisdiccional se avoca ;il conocimiento del negocio que se le plantea, 

independientemente de que el tribunal específico al cual se acude, sea o no 

competente. Implica el análisis de los presupuestos procesales (exigir la válida 

constitucióri del proceso) y la existencia del interés como requisito de la acción."20 

La declaración preparatoria: 

En el artículo 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, establece que en todo proceso de orden penal tendrá el inculpado las 

siguientes garantías, fracción 111, ·se hará saber en audiencia pública, y dentro de 

las cuarenta y ocho horas siguientes a su consignación a ta justicia, et nombre de 

su acusador y la naturaleza y causa de la acusación, a fin de que conozca bien el 

hecho punible que se le atribuye y pueda contestar et cargo, rindiendo en este 

acto su declaración preparatoria." 

2ll Silva. Silva. Jorge .Alberto. ob cit . p 295 



Con la declaración preparatoria y de lo actuado por el Ministerio 

Público, el juez deberá determinar la formal prisión, sujeción a proceso o la libertad 

por falta ele elementos para procesar; al respecto el articulo 19 constitucional 

señala que: "Ninguna detención ante autoridad juc!icial podrá exceder del término 

de setenta y dos horras, a partir de que el ind!ciado sea puesto a su disposición, 

sin que se justifique con un auto de formal pri:;ión y siempre que de lo actuado 

ap<irezc<1n cl<itos suf1c1onte<; que <1c1edrten los elomentos del cuerpo del cfetito que 

se impute al detenido y hagan probable la responsabilidad de éste. La 

prolongación de la detención en perjuicio del inculpado será sancionada por la ley 

penal. Los custodios que reciban copia autorizada del auto de formal prisión 

dentro del plazo antes señalado, deberán llamar la atención del juez sobre dicho 

particular en el acto mismo de concluir el término, y si no reciben la constancia 

mencionada dentro de las tres horas siguientes pondrán al inculpado en libertad." 

El plazo se podrá duplicar a 144 horas, a petición del indiciado, o por 

su defensor de oficio al momento de rendir su decl3ración preparatoria. 

Posterionnente, se abre ef procedimiento probatorio, es el momento 

procesal por medio del cual se ofrecen y desahogan las pruebas que le allegasen 

al inculpado, el acusador a través del Ministerio público como coadyuvante de la 

sociedad, el juez, el cual valorará las pruebas y aceptara las que consideré 

convenientes al caso concreto y desechará las que no sean convenientes. 
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El V<llor de l¡i prueb::i es el grado ele creclibiliclacl que contiene para 

provocar la certeza en el ánimo del titular del órgano jurisdiccional. 

La legislación mexicana se rige por los siguientes sistemas de 

valoración ele la prueba· 

"A} Con relación a los delitos cuyo conocimiento compete al Jurado 

Popular, es decir. los cometidos por medio de la prensa contra el orden público y 

la seguridad exte1ior o interior de la Nación, 1ige el sistema de la íntima convicción, 

que es la forma ava11zad3 ele la de libre valoración, puesto que no obliga a razonar 

la prueba. A tal conclusión llevan las instrucciones que el juez debe dar a los 

jurados. 

B) Con referencia a los delitos de que conocen los jueces de 

derecho, o sea, tocios aquellos otros no reservados especialmente al jurado, rige 

el sistema mixto, con leve tendencia hacia el de la prueba legal. 

Los medios probatorios de valor legal, son la confesión: la cual, de 

acuerdo al articulo 207 del Código Federal de Procedimientos Penales es: • ... la 

declaración voluntaria hecha por persona no menor de dieciocho años, en el pleno 

uso de sus facultades mentales, rendida ante el Ministerio Público, el juez o 

tribunal de la causa. sobre hechos propios constitutivos del tipo delictivo materia 
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de l;i imput<ición. errntid<i con las form<ilidades seri<ilad<is por el articulo 20 de la 

Constitución Política de los estados Unidos Mexic<inos: se admitirá en cualquier 

est<ido cli>I rrocNl11niento. h<ista ;intes de d1ct;ir sentencia irrevocable.' 

T;imbién se tiene la prueb<i testimonial; es la más frecuente y 

factible. Dar testimonio es un deber jurídico, establecido por las legislaciones 

pen<1lf's acl¡el1vas. "cons1!'te en clecl;irnr respecto ele los hechos investigactos. Las 

preguntas que se le formulen a las partes deberán guardar relación con los 

hechos ... '. (Articulo 242 del Código Federal de Procedimientos Penales). 

Por otro liHlo se tiene a la prueba documental, la cual consiste en 

presentar los documentos que deben presentarse durante el periodo de 

instrucción, y por excepción después de cerrada ésta en los casos en que 

concurra alguna causa superveniente. 

Los documentos como medio de prueba se dividen en: públicos, 

oficiales y privados. 

La prueba documental, es proporcionada por la parte que la ofrezca, 

pero no es ella la que por sí, proporciona el conocimiento al juez, sino quien lo 

proporciona es el documento. 
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Además la legislación penal adjetiva también señala, como pruebas, 

a la pericial, la inspección y el <:<.>reo 

La peiicial, " Si0mpre que pélra el examen de personas, hechos u 

objetos. se requieren conocimientos especiales, se procederá con intervención de 

peritos." (A1tículo 22.0 CFPP) 

La inspección, de acuerdo al artículo 203 del Código Federal de 

Procedimientos Penales, "Es la materia de la inspección todo aquello que pueda 

ser directamente cipreciado por la autoriclad que conozca del asunto. La 

inspección debe ser practicada invariab!emente, bajo pena de nulidad, con ta 

asistencia del Ministerio Público o, en su caso, del juez, según se trate de ta 

ove1iguación previa o del proceso. Para su desahogo se fijará día, hora y lugar y 

se citará oportunamente a quienes hayan de concurrir, los que podrán hacer al 

funciona1io que lél practique l!ls observaciones que estimen convenientes, que se 

asentarán en el expediente si así to solicitan quien tas hubiese formulado o alguna 

de tas partes. Si et Ministerio Público o el juez to consideran necesario, se harán 

acompañar de testigos y asistir de peritos que dictaminarán según su 

competencia ... •. 

El careo," ... este se practicará cuando exista contradicción sustancial 

en tas declaraciones de dos personas, pudiendo repetirse cuando el tribunal lo 
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estime opor1uno o cuando surjan nuevos puntos de contradicción.• (Artículo 265 

CFPP). 

Hasta aquí abarca la instrucción, como etapa del proceso penal. 

C) EL .IUICIO. 

Parn entencler lo que <:>s JUicio comenzare por verter algunas 

opiniones de los jUtistas más destacados en el ámbito del derecho. 

Juicio, se refiere a la c<Jpacictacl o al hecho ele discernir lo bueno de lo 

malo, lo verdadero de lo falso, lo legal ele lo ilegal: tarea realizada por el juez en la 

sentencia. 

"Juicio, según Eduardo Pallares, se deriva del latín judicum, que, a 

su vez, viene del verbo judicare compuesto de jus, derecho y dicere, daré, que 

significa dar, declarar o aplicar el derecho en concreto."21 

Desahogadas las pruebas, presentadas por las partes, y practicadas 

que fueran las diligencias ordenadas por el juez, cuando éste considera que ya se 

"Pallares. Eduardo, "Der<!cho Procesal P<!nal", Ed. Porrúa, Mexico 1983. p.286 
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llevflron ¡¡ c¡¡bo toctfl~ !;is chlígPncifls necesmi:is p¡¡rn el conocimiento de lfl 

concluctfl o hecho y ílC'I probable :iutor. clíctfl un auto, clonde se declara cerTada la 

instrucción; surgiendo <isi la siguiente etapa llamada juicio. 

Por lo que seiiala el ariiculo 1 o. del Códi~10 Federal de 

f'roceclímicntos PPnaler. el JUICIO ¡¡barc¡¡, lo que se establece en las fracciones, IV 

y V. dispone 

"IV. El de primera instancia. durante el cual el Ministerio Público 

precisa su pretensión y el procesado su defensa ante el Tribunal y éste valora las 

pruebas y pronuncia sentencia definitiva; 

V. El de segunda instancia ante el tribunal de apelación en que se 

efectúan las diligencias y actos tendientes a resolver los recursos; 

El juicio, es entonces; el período del procedimiento penal en el cual el 

agente del Ministerio Público precisa su acusación, el acusado su defensa, el o los 

integrantes ele los tribunales valoran las prnebas Y. posteriormente, dictan 

resolución. 

De esta manera, se tiene que conclusiones acusatorias son una 

explicación breve de los hechos y de las circunstancias peculiares del procesado; 
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<isí también, propondrá las cuestiones de derecho que se presenten, y cit<irá a las 

leyes, e¡ecutornis o doctrmas <iplic<ibles. Dich<is conclusiones deberán precisar si 

hay o no lugar a acusación. 

Posteriormente, se tiene la sentencia; así se dice que sentencia es el 

acto clccisorio, por el cual se resuelve si se actua11z¡i o no sobre el sujeto pasivo 

de la acción penal la conminación penal establecida por la ley. La sentencia es el 

resultado de tres momentos: de critica, es eminentemente filosófico, consiste en 

la operación que realiza el juez para formarse la certeza; el momento del juicio, de 

naturaleza lógica, consiste en el raciocinio clel juez para relacionar la premisa que 

es la norma, con los !lechos ciertos; el momento de decisión, de naturaleza 

jurídico-política, consiste en la actividad que lleva a cabo el juez para detem1inar si 

sobre el sujeto pasivo de la acción penal se actualiza el deber jurídico de soportar 

las consecuencias del hecho. 

D) EL ARRAIGO EN EL PROCESO PENAL. 

El arraigo es una condición para obtener la libertad provisional y 

consiste en el acatamiento a la orden que se le eta al sujeto, para que no se 

ausente clel lugar donde el asunto se encuentra radicado, esto quiere decir, que 
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no es necesario permanecer en su casa. sino sólo imposibilita el alejarse o 

abandonar el IU~Jill' en cloncle se Pst:i Vf'nlil;iclo el ¡trrcio 

En México. el <m<irgo clel procesado tiene dos modalidades: 

"A) Acatamiento del arraigo decretado por el Ministerio Público a 

personas a ras r.uales SP les 1mput;i <lelitos menores. 

!:!) Ar.;ila1111enro clel <irraigo decretado por el tribunal. a instancia del 

Ministerio Publico, contra ;iquellas perso1rns que no tengan que permanecer en 

reclusión preventiva. pero de las cu;iles se terna se vayan a fugar o sustraer de la 

acción de la justicia."'" 

El acatamiento, del arraigo decretado por la autoridad judicial a 

petición del Ministerio Público a la persona en contra de quien se prepare el 

ejercicio de la acción penal. 

Por último, el a1ticulo 205, del Código Federal de Procedimientos 

Penales, dispone: 

·cuando por la naturaleza del delito o de la pena aplicable el 

imputado no deba ser internado en prisión preventiva y e.xistan elementos para 

suponer que podrá sustraerse a la acción de la justicia, el Ministerio Público podrá 

solicitar al juez, fundada y motivadamente, o éste disponer de oficio, con 

""Silva Silva. Jorge ?!berta. ob. ot. p 529 
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audiencia del imputado. el <11raigo dl' éste con las características y por el tiempo 

que el juzgador seriale. sin que en ningún caso pueda exceder del máximo 

señalado en el articulo 133 bis o bien tratándose de la averiguación previa o bien 

en el proceso por el té1111111u co11st1tucional e11 que este deba resolverse." 

El arrai~10 sefüil<Jdo a qui. es Id medida cautelar de carácter personal, 

tiende a ~1arantizar el cles<11rollo del proceso, asi como de Ja efectividad de la 

sanción privativa de libertad. en los casos de sentencias condenatorias de tal 

pena. 

La critica que se hace a este artículo consiste en que, al señalar 

como requisito para otorgar el arraigo, se dé audiencia al imputado, pues con ello 

se desvirtúa su naturaleza de medida precautoria, pues es obvio que al dársele 

vista a dicho inculpado sobre tal medida de aseguramiento, cabrá la posibilidad de 

que éste pudiera abandonar el ltJgar o el país, antes de que el juzgador resuelva 

su arraigo. 

Así mismo el Código de Procedimientos Penales para el Distrito 

Federal en su articulo 215, establece lo siguiente: 

• Cuando hubiere de ausentarse alguna persona que pueda declarar 

acerca del delito, de sus circunstancias o de la persona del acusado, el juez, a 
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pedimento ele cualquiera de las pa1tes interesadas, podrá arraigar al testigo por et 

tiempo que fuere estrictamente indispensable para que rinda su declaración. Si de 

cista resultare que el arrnigaclo lo fue indebidamente. tendrá derecho de exigir que 

se le indemnice ele los daiios y pe1]mc1os causados por el arraigo. • 
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CAPÍTULO IV 
DEL PROCEDIMIENTO DE LA SOLICITUD DE ARRAIGO 

Es importante hacer un estudio sobre el procedimiento del arraigo, 

para tener n1ayor conocimiento del tema, comenzando desde su concepto para 

una mayor comprensión ele! tópico en cuestión, su fundamento constitucional, su 

actuación del Ministe1io Púb!ico en esta figura y su regulación en las diversas leyes 

secundaria~. 

A) CONCEPTO DE ARRAIGO. 

La palabra o vocablo arraigo es un sustantivo formado del verbo 

arraigar (se), procedente del latín vulgar adradicare, referida a "echar raíces•. 

En el derecho romano se obligaba a garantizar mediante fianza a fin 

ele asegurar al actor las resultas del juicio; posteriormente en el derecho justiniano 

esa fianza fue sustituida por la obligación de prestar caución juratoria de que el 

demandado cumpliría con la sentencia condenatoria si ese fuera el caso. El Fuero 

Juzgo, las Leyes de Partida y las de Toro, conseivaron el sistema de la fianza, 

autorizando la pena privativa de la libertad para el deudor insolvente. 
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En materia civi!. es también un caso de excepción que el demandado 

puede oponer cuando el actor es extranjero o transeúnte y consiste en obligar a 

este último a garantizar las resultas del juicio. 

El arraigo en materia penal, se considera como la medida precautoria 

que tiene por objeto asegurar la disponibilidad del inculpado en la averiguación 

previa o durante el proceso penal, cuando se trate de delitos imprudenciales o de 

aquellos en los que no proceda la prisión preventiva. 

"Este instrumento fue introducido en las reformas a los Códigos de 

procedimientos penales para el Distrito Federal y e! Federal de Procedimientos 

Penales, promulgadas en diciembre de 1983, como una innovación respecto de ta 

regulación de las medidas precautorias en los textos anteriores, en tos que 

solamente se establecía ta libertad, cauciona! previa o administrativa durante et 

período de investigación tratándose de delitos imprudenciates ocasionados por el 

tránsito de vehículos, o bien ta libertad caucionat de carácter judicial, una vez 

iniciado el proceso penal propiamente dicho, en los supuestos de ta prisión 

preventiva. 

En tas citadas refonnas de 1983 se ampliaron tas hipótesis de la 

libertad previa administrativa mencionada con anterioridad, a todos tos supuestos 
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de delitos no intencionales. y no exclusivamente tratándose de los producidos por 

el tránsito de vehículo~."·' 

"El <t11Ji~10: proces¡¡lmente '1<.1bl<.1ncto, es considernclo como un acto 

perjuclic1;:il cum1clo se re<llin con ;,interiorid;,id a un juicio, cu;,indo hubiere temor de 

que so ausente o se oculte l;i persona co11tra quien deba entablarse demanda."24 

B) El ARRAIGO DESDE El PUNTO DE VISTA LEGAL Y FUNDAMENTACIÓN 

JURÍDICA. 

El atraigo es una condición que se otorga al sujeto activo para poder 

obtener la libertad provisional. 

·y consiste en el acatamiento a la orden que se le eta al sujeto, para 

que no se ausente ele! lugar donde el asunto se encuentra radicado. No existe 

aquí respaldo en dinero, como en et caso de la caución; sino sólo orden del 

funcionario para que la persona no se ausente, a consecuencia de lo cual la 

persona quede obligada a presentarse en todos los actos procesales a los que sea 

citada. Esencialmente se trata de que no se ausente del lugar del juicio. 

n Diccionario .>Jridico Me<icano."lnstituto de lnevstigaciones .JJrídicas· UMAM. Ed. Porrúa, México 
1999, p.219 
24 Oronoz Santa.na, Cartos. "MamJal de Derecho Procesal Penal." Ed. Llt·.i1USA. P.57 
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El arraigo no implica enclaustramiento de un pequeño lugar (como 

permanecer dentro de un convento o una casa), sino sólo imposibilidad de 

abandonélr el lug<lr donde se reélliza el juicio. También se le hél llanrndo "an·esto 

domiciliario". "p1is1ó11 preventiva <ltenuada" o "3rraigo domiciliario", este último, es 

el 1niis co11ocido en Mér,ico •<-s 

Podemos decir que el arrnigo es de célrácter precautorio, para el 

caso de que el ofendido lenga temor de que el probable responsable se oculte o 

sustraiga del lugar en que se esté llevwdo el proceso, o a la averiguación previa. 

La fundamentación jurídica del 3rraigo la encontramos en los 

Códigos de Procedimientos Penales, Federal y del Distrito Federal; expresan lo 

siguiente: 

Código de Procedimientos Penates para el Distrito Federal. 

"A1tículo 270 bis.- Cuando con motivo de una averiguación previa et 

Ministerio Público estime necesario et arraigo del indiciado, tomando en cuenta tas 

características del hecho imputado y tas circunstancias personales de aquél, 

recunirá al órgano jw"isdiccional, fundando y motivando su petición, para que éste, 

oyendo al indiciado resuelva el arraigo con vigilancia de la autoridad, que ejercerán 

el Ministerio Público y sus auxiliares. El arraigo se prolongará por et tiempo 

z Silva Silva. Jorge ,<.Jberto. Ob. Ci\ p.529 
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estrictame11te inclisperisable para la debida integració11 de la averiguación de que 

se trate, pero 110 exceder a de trei11ta días. prorrogables por otros treinta dias. a 

solicitud cfel Mrnr:;terio Públrco. 

El juez resolverá. escuchando al Ministerio Público y al arraigado, 

sobre la subsislenci;i o el lev<1ntamre11to clel arrnr~10 " 

Y páffafo sexto del artículo 271. 

"En las averi~1u<1cioner, previas por los delitos que sean de la 

competencia de los juzgaclos de paz en materia penal o siencto de los juz~1ados 

penales cuya pena máxima no exceda de cinco años de prisión el probable 

responsable no será privado de su libertad en los lugares ordinarios de detención y 

podrá quedar arraigado en su domicilio, con la facultad de trasladarse al lugar de 

su trabajo, si concurrieren las circunstancias siguientes: 

l. Proteste presentarse ante el Ministerio Público que tramite la 

averiguación, cuando éste lo disponga; 

11. No existan datos de que pretenda sustraerse a la acción de la 

justicia; 
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111 Realice• co11ve11io con el ofendido o sus causaliabientes, ante el 

Ministerio Público de la forma en que reparará el daño causado, en su caso, 

cuando no se conven9a sobre el monto, el Ministerio Público con base en una 

estimación de los 1jafios causados, en la inspección y en los demás elementos de 

prueba de que ctispon9a, determinará dicho monto. 

IV. Oue tratándose de delitos por imprndencia ocasionados con 

motivo del tránsito de vehículos, el presunto responsable no hubiese abandonado 

al lesionaclo, ni participado en los hechos en estado de ebriedad o bajo el influjo de 

estupefacientes o sustancias psicotrópicas; 

V. Que alguna persona, a criterio del agente investigador del 

Ministerio Público, fundado en los datos que recabe al respecto, se comprometa, 

bajo protesta, a presentar al probable responsable cuando así se resuelva; 

VI. En caso de que el indiciado o la persona a quien se refiere la 

fracción anterior, desobedecieren sin justa causa las órdenes que dicte el 

Ministerio Público, se revocará el arraigo y la averiguación previa será consignada, 

en su caso, solicitado al juez competente la orden de aprehensión o de 

comparecencia en su contra, según corresponda, y 
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Vil. El arraigo no podrá prolongarse por más de tres días; 

transcurridos éstos el arraigado podrá desplazarse libremente, sin perjuicio de que 

el Ministe1io Público, si así procediese, consigne la averiguación y solicite la orden 

mencionacl<l ." 

Código Federnl de Procedimientos Penales. 

'Artículo ·133 bis. L<l autoridad judicial podrá, a petición del Ministerio 

Público, decretar el arraigo domiciliario o imponer la prohibición de abandonar una 

demarcación geográfica sin su autorización, a la persona en contra de quien se 

prepare el ejercicio de la acción penal, siempre y cuando exista el nesgo fundado 

de que se sustraiga a la acción de la justicia. Corresponderá al Ministerio Público y 

a sus aur,iliares vigilar que el mandato de la autoridad judicial sea debidamente 

cumplido. 

El arraigo domicilialio o la prohibición de abandonar una demarcación 

geográfica se prolongarán por el tiempo estrictamente indispensable, no debiendo 

exceder de treinta días naturales, en el caso del arraigo, y de sesenta días 

naturales, en el de la prohibición de abandonar una demarcación geográfica. 
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Cuando el afectado pida que el <HTaigo o la prohibición de abandonar 

una demarcación geogratica queden sin efecto, la autoridad judicial decidirá. 

escuchando al Ministe1io Público y al afectado, si deben o no mantenerse". 

"Articulo 205. Cucrndo por la naturaleza del delito o de la pena 

aplicable el imputado no deba ser internado en prisión preventiva y existan 

elementos para suponer que podrá sustraerse a la acción de la justicia, el 

Ministe1io Público podrá solicitar al juez, fundada y motivadamente, o éste 

disponer de oficio, con audiencia del imputado, el arraigo de éste con las 

características y por el tiempo que el juzgador señale, sin que en ningún caso 

pueda exceder del máximo señalado en el artículo 133 bis o bien tratándose de la 

averiguación previa o bien en el proceso por el término constitucional en que éste 

deba resolverse.· 

Por lo que respecta a la Ley Federal Contra la Delincuencia 

Organizada, tenemos que en su artículo 12, sobre el tema en comento señala lo 

siguiente: 

"El juez podrá dictar, a solicitud del Ministerio Público de la 

Federación y tomando en cuenta las características del hecho imputado y las 

circunstancias personales del inculpado, el arraigo de éste en el lugar, forma y 

medios de realización señalados en la solicitud, con vigilancia de la autoridad, la 
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que ejercerá el Ministerio Pllblico de la Federación y sus auxiliares, mismo que se 

prolongará por el tiempo estrictamente indispensable para la debida integración de 

la averiguación de que se trate, sm que exceda de noventa días, con el objeto de 

que el afectado pa11ic1pe e11 la aclaración ele los hechos que se le imputan y pueda 

abreviarse PI l1empo ele arrarf10 " 

De !os anteriores preceptos se desprende el siguiente análisis: que 

este se podrá conceder a los indiciados y de igual forma a los procesados, 

además se establecen requisitos a seguir para poder otorgarse el arraigo, en 

ambos códigos se establece un término no mayor de treinta días, así como su 

prorroga únicamente el artículo 270 bis del Distrito Federal, en el caso del articulo 

133bis del Código Federal de Procedimientos Penales no está contemplada dicha 

prorroga, y por lo que toca a la Ley Federal de la Delincuencia Organizada ésta no 

contempla la prorroga del arraigo. 

El connotado jurista Colín Sánchez, vierte la siguiente opinión: "El 

arraigo, es una especie de medida cautelar personal que puede tener lugar en la 

averiguación previa, para el Procurador de Justicia o el agente del Ministerio 

Público realice alguna de sus funciones con la amplitud que ameriten, sin hacer 
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objeto al indiciado de detenciones ilegales: y, demás con la seguridad de que éste 

no ~vaclír¡'.¡ la acción ele l<i J1t!;t1c1;i-""'· 

C) DIFERENCIA ENTRE ORDEH DE APREHENSIÓN, DETENCIÓN, 

LOCALIZACIÓN. PRESENTACIÓN Y ARRAIGO DOMICILIARIO. 

l<1 orden de aprehensión, consiste en la pri11ación de la libertad de un 

individuo. situación que no puede prolongarse ante la autoridad judicial más allá 

del tiempo necesario para poner al sujeto detenido a disposición de la auto1idad 

judicial (48 horn~) 

El jurista Colín Sánchez, expresa que orden de aprehensión es "el 

mandamiento fundado y escrito emanado de la autoridad judicial competente, para 

privar de la libertad a una persona a quien se estima probable responsable de un 

delito sancionado, con pena corporal, solicitada por el Ministerio Público en 

ejercicio de la acción penal."27 

En nuestra Carta Magna, esta expresión se contempla en el artículo 

16. En el Código Procesal Penal, aparece en los artículos 267, 268, 269, 271, 272, 

"° Colín Sanchez, Guillermo. ob cit. p.236 
"Colin Sachez, Guillermo. ub al. P.2!l5 
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132, 285, 287 y dermis correspondientes. En el Código Federal de Procedimientos 

Penales la encontramos en los ar1iculos 193 y siguientes. 

Un<i de l<is diferenci<is que encontramos con los demás mandatos es 

que la orden de aprehensión ctebe de ser emanada de la autoridad judicial y 

dirigida al presunto responsable, procediéndose o negándose esta orden. Además 

deberán de reunirse los siguientes requisitos. 

l. Oue exista una denuncia o una querella. 

11. C.lue la denuncia o querella se refiera a un delito sancionado con 

pena corporal. 

111. Que la denuncia o querella esté apoyada "por declaración bajo 

protesta de persona digna de fe", y por otros datos que hagan probable la 

responsabilidad del inculpado y se acrediten los elementos del cuerpo del delito. 

IV. Que lo pida el Ministerio Público, de este último requisito el 

articulo 102 párrafo segundo constitucional señala textualmente que: "Incumbe al 

Ministerio Público de la Federación, solicitar las órdenes de aprehensión contra los 

inculpados, además el articulo 132 del Código de Procedimientos Penales para el 

Distrito Federal y el articulo 195 del Código Federal de Procedimientos Penales 
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señalan qut> para que un juez puecta librar una orden de aprehensión. es 

necesario que lo solicite el Ministerio Público y que se cumplan con los requisitos 

que seriala t>I <irticulo 16 constitucional. los cuales ya han sido mencionados con 

;mteriorid<id 

El artículo ·199 del Código redera! de Procedimientos Penales señala 

que: "Para dictarse orcten de aprehensión no será obstáculo la circunstancia de 

que esté pendiente un recurso de apelación interpuesto contra resotución anterior 

que la hubiere negado • 

Así mismo la jurisprudencia de la Suprema Corte sostiene que: 

•rara poder dictar orden de aprehensión, no es preciso que esté 

comprobaclo el cuerpo del delito, sino que se llenen los requisitos prevenidos por el 

articulo 16 constitucional."28 

Por consiguiente, "podría resultar la negativa de la orden de 

aprehensión solicitada, el examen de los hechos materia de la consignación por el 

órgano jurisdiccional; lo que puede obedecer a que no existen elementos 

suficientes para establecer la probable responsabilidad del sujeto. En 

consecuencia, la averiguación queda abie1ta para que el Ministerio Público aporte 

""Quint3 épo~• Tomo 111. Olvera José C. Tomo IV p. 83. Navarro José Trinidad. P. 5<10 Tomo IV, 
p. 1233 Guevara J.de la Lu: Tomo XIII. p. 6¡1 
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nuevos elementos o solicite l<i práctica de l<is diligencias encaminada a satisfacer 

las exigencias leQales y ya a~í puecla áictarse.·b 

DETENCIÓM 

A diferenci<i de l<i orden de aprehensión, de acuerdo al artículo 16 

constitucional. 

l. Emana del Ministerio Público. 

!l. Deberá estar fUndada y motivada la causa legal del procedimiento. 

111. Va dirigida al presunto( os) responsable (es) 

Esta se da en dos supuestos, para el delito flagrante y caso urgente. 

Flagrancia. 

Es flagrancia, cuando el indiciado es sorprendido al momento de 

estar cometiendo el delito. 

Sobre este tema el artículo 267 del Código de Procedimientos 

Penales para el Distrito Federal señala lo siguiente: "Se entiende que existe delito 

flagrante cuando la persona es detenida en el momento de estarlo cometiendo, o 

;::i Colin Sanches. Guillermo. ob. cit. p.263 
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bien cuando el inculpado es perseguido mate1ial e inmediatamente después de 

ewcutaclo 01 <l<'lito. 

Se equiparará la existencia de delito flagrante cuando la persona es 

:;efü1lada como responsable por la victima, algún testigo presencial de los hechos 

o quien hubiera pa1ticipado con ella en la comisión del delito; o se encuentre en su 

poder el objeto. instrumento o producto del cielito; o bien aparezcan huellas o 

indicios que hagan presumir fundadamente su participación en el delito; siempre y 

cuando se trate de un delito grave así calificado por la ley, no haya transcurrido un 

plazo de setenta y dos horas desde el momento de la comisión de los hechos 

delictivos, se hubiera iniciado la averiguación previa respectiva y no se hubiese 

interrumpido la persecución del delito. 

En esos casos el Ministerio Público iniciará desde luego la 

averiguación previa y bajo su responsabilidad, según proceda, decretará la 

retención del indiciado si están satisfechos los requisitos de procedibilidad y el 

delito merezca pena privativa de libertad, o bien, ordenará la libertad del detenido, 

cuando la sanción sea no privativa de libertad, o bien, alternativa. 

La violación de esta disposición hará penalmente responsable a 

quien decrete la indebida retención, y el indiciado deberá ser puesto en inmediata 

libertad." 
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De confom1idad a lo dispuesto en el artículo 267 párrafo segundo del 

Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal, establece que: se 

equiparará a la existencia del cielito flagrante cuando se presenten indistintamente 

cualqu1ern ele los si~1uientes ~upuestos· 

! . La persona es setialada como responsable por la víctima; o es 

señalado por un testigo presencial de los hechos; o es señalado 

directamente por un partícipe del mismo delito; o 

2. Se encuentra en su poder el objeto. instrumento o producto del 

delito; o 

3. Aparezcan huellas o indicios que hagan presumir fundadamente 

su participación en el delito. 

Siempre y cuando' se reúnan los siguientes requisitos: 

1. Se trate de un delito grave así calificado por la ley; 

2. Mo haya transcurrido un plazo de 72 horas desde el momento de 

la comisión delos hechos delictivitos; 

3. Se haya iniciado la averiguación previa respectiva; y 

4. No se hubiese interrumpido la persecución del delito. 

Por otro lado, existe Caso Urgente: 

1. Cuando se trnte de delito grave calificado por la ley. 
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2. Cuando exista 1iesgo de que se va a sustraer de la acción de la 

iusticia 

Al Ctrcun~tancias pernonales 

B) Antecedentes penales 

'~:1 Posibll1clacl de ocultarse al ser sorprencliclo para abandonar el 

lugar de comisión del delito 

!)¡ Indicio que haga presumir fundadamente la evasión. 

?. Por circunstancias de hora, lugar, no puecla acudir ante la 

autoridad judicial o cualquier otra circunstancia que presuma que se evadirá de la 

acción de la justicia y de inmediato deberá de consignar la detención del presunto 

responsable al juez que deba conocer. 

LOCALIZACIÓN. 

Esta orden esta encomendada a la policía judicial, dirigida al que 

resulte probable responsable, y conociéndose el paradero de este, a diferencia de 

la orden de aprehensión porque aun no se han comprobado los elementos del tipo 

ni la probable responsabilidad. 
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No ~!> indi!>pensable que existan todos los requisitos que son exigidos 

para la orden de aprehensión, ni de detención. Única111ente que exista denuncia, 

acusación o querellé' y que el delito amerite pena privativa de libe1tad. 

PRESENTACIÓN 

De acuerdo a lo que establece el artículo 271, pá1Tafos segundo y 

tercero, del Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal que a la 

letra dice: 

"El procurador detem1inará mediante disposiciones de carácter 

general el monto de la caución aplicable para gozar de la libe1tad provisional en ta 

averiguación previa. 

Cuando el Ministerio Público decrete esa libertad al probable 

responsaple, lo prevendrá para que comparezca ante el mismo para la práctica de 

diligencias de aveiiguación, en su caso y concluida ésta ante el juez a quien se 

consigne la averiguación, quien ordenará su presentación y sino comparece 

ordenará su aprehensión .. ." 

Del citado artículo, se desprende que la orden de presentación se da 

cuando: 
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1. Se <lecrete liberta<! provisional 

2. La ordenar.:. el ¡uez que reciba la consignación 

3. Mo se lr;ite ele delito ~1rnve 

ARRAIGO DOMICILIARIO 

Como ya se menciono anteriormente. se da como una medida 

precauto1ia para asegurar la disponibilidad del inculpado en la investigación o 

integración de la averiguación previa. 

1. El arraigo domiciliario lo podrá decretar: El Juez de paz en materia penal 

o de primera instancia a petición del Ministerio Público en la averiguación Previa. 

2. Que se trate de delito cuya pena máxima no exceda de 5 años de 

prisión. 

3. El arraigo se podrá prolongar por 3 días si así lo solicita el Ministerio 

Público. 

4. Va dirigido a los probables responsables, los cuales se comprometerán a 

permanecer en su domicilio, con la facultad de trasladarse al lugar de su trabajo. 

93 



El Ministe1io Público deberá tomar en cuenta las características del 

hecho imputado y las circunst<incias personales de aquél. 

O) REQUISI ros FUNO/\MEN fALES PARA LA PROCEDENCIA DEL ARRAIGO 

DOMICILIARIO, ASÍ COMO LOS EXIGIDOS PARA SU PRÓRROGA. 

En materia del Fuero Federal son los siguientes requisitos para que 

proceda el arraigo: 

Formalidades: 

l. Debe existir iniciada una averiguación previa. 

11. El Ministetio Público tendrá que fundar y motivar su petición 

ante el órgano jurisdiccional. 

111. El fin del arraigo es la integración de la indagatoria, para la 

preparación del ejercicio de la acción penal, mismo que no 

puede exceder de 30 días y de 60 días naturales en el de la 

prohibición de abandonar una demarcación geográfica. 

Fines del arraigo: 

a) Que el inculpado no se sustraiga de la acción de la justicia. 
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b) La integración y perfeccionamiento de la averiguación previa, para 

que ésta tenga como resultado el ejercicio de la acción penal y por 

consecuencia el libramiento de la orelen ele aprehensión. 

Lo:; requisitos para la prórroga, está se únicamente en caso del 

Distrito Feelernl, y son· 

a) Cuando lo requiera la integración ele la averiguación previa, se 

otorgara una prórroga de treinta días 

b) La prón·oga será de otros treinta días. 

C) La deberá solicitar el Ministerio Público 

d) La prórroga del arrnigo domiciliario la librara el juez de paz o de 

primera instancia. 

En el r-uero Federal, la legislación penal adjetiva establece ciertos 

requisitos para el otorgamiento del arraigo domiciliario: 

A) El Ministerio Público solicitará el arraigo domiciliario, tomando en 

cuenta, las características del hecho imputado y las circunstancias personales de 

aquél (este requinto se únicamente en caso del fuero común). 

13) Deberá fundar y motivar su petición al órgano jurisdiccional 

C) El arraigo domiciliario deberá de ser concedido por el juez 
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D) EsttJ se podrá solicitar cuando se considere que la pena aplicable 

al imputado no deba ser intemaclo en prisión preventiva. 

A diferencia de lo que se establece en el Fuero Común, en el Fuero 

f'.ederal no se mencionan los cinco años, es clecir no señala un parámetro de la 

pena de prisión. 

E) Aunque no se considere necesaria la internación en prisión 

preventiva, deben existir elementos que supongan que podrá sustraerse a la 

acción de la justicia. 

Otra cliferencia entre lo que establece el Fuero Común y el Fuero 

Federal es que en éste último no existe prorroga y en el fuero común existe 

prorroga por treinta días. 

Los requisitos para otorgar prórroga del arraigo domiciliario son: 

a) La prórroga será de otros treinta días. 

b) Será a petición del Ministerio público. 

c) Lo emitirá la autoridad judicial escuchando al Ministerio Público y al 

arraigado, en la averiguación previa. (Esto es en el fuero común). 
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CAPÍTULO V 
MARCO LEGAL DE LA AVERIGUACIÓN PREVIA 

En i:ste c.ipitulo S<> llar;!l <>I estudio de la averiguación previa, tas 

funciones del Mi111sterio Público. su reglamentación en diferentes legislaciones así 

como en su legrslación orgánic;1. 

A) EL rt.ONOPOLIO DEL EJERCICIO DE LA ACCIÓN PENAL DE ACUERDO A 

LO ORDENADO EN LAS CONSTITUCIONES. 

"La acción penal es la función persecutoria desarrollada por el 

Ministerio Público, consistente en investigar los delitos buscando y reuniendo los 

elementos necesélrios y l1¡icicnclo l<ls gestiones pertinentes p¡ira procurar que a tos 

autore:i do ello:i se les apliquen las consecuencias establecidas en la ley . ..30 

La acción penal es el derecho de persecución del Estado que nace 

cuando se ha cometido un delito. 

No es lo mismo decir acción penal, que acción procesal penal; ta 

primer<! nace con el delito, I¡¡ segunda se inicia cuando principian tos actos ante el 

órgano jurisdiccional. 

"°Franco Villa. José. "El Minsiterio Público". Ed .. Porrúa México 1985, p.79 
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La función persecutoria que tiene el Ministerio Público impone dos 

clases de actividades· 

3) Actividacl 1nvest1~1adora y 

b) Actividad de la a<.:ción pe1rnl 

La última es la que nos interesa analizar; partiendo de esta actividad 

nos remontaremos a las Constitución Política, que antecede a la de 1917, de esta 

manera tenemos que en la época colonial los procuradores fiscales tenían el 

trabajo de imponer el casti~10, e11 los clelitos perseguidos por los procuradores 

pnvaclos 

Al surgir el México independiente no se creó de inmediato un nuevo 

derecho, por ello tanto en la Constitución de Apatzingán como en la de 1824 se 

seguía hablando de los dos fiscales. 

Durante el gobierno del presidente Ignacio Comonfort, se declaró la 

"Ley del 23 ele noviembre ele 1855", en la cual se dio, a los fiscales, injerencia en 

los asuntos federales. 

En la Constitución de 1857, continuaron los fiscales aunque ahora 

con igual categoría que los Ministros de la Suprema Corte. Se trataba de 

independizar al Ministerio Público del poder judicial lo cual significaba retardar la 
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acción de la justicia, porque los encargados de administrarla estarían 

condicionados a que el agente del Ministerio Público ejercitar<i la acción penal. 

"Durante l<i vigencia de esta constitución la facultad de policía judicial 

era ejercid<i también por el Ministe1io Público, pero no de una manera exclusiva 

puesto que la tenia11 tambi¡_;n todos los que estaban en contacto con la 

administración de l;i Juslic1H Penal. "51 

Es hasta 1903 cuando el presidente Porfirio Díaz, dio las nuevas 

características que debería dictar el Ministerio Público; siendo este el 

representante de la socioclad ante los tribunales, para reclamar el cumplimiento 

de la ley y el establecimiento del orden social cuando ha sufrido quebrantos. El 

medio que ejercita por razón de oficio, consiste en la acción pública; es por 

consiguiente una parte y no a.uY..iliar para recoger todas las huellas del delito y aun 

de practicar ante sí las diligencias vigentes que tienden a fijar la existencia de 

éste, lo único que le falto fue indicar que el Ministerio Público dependerá del poder 

ejecutiVo. 

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos de 1917 

estableció una doble función al Ministerio Público como titular de la acción Penal y 

como jefe de la Policía, además consagró el monopolio de la acción penal por el 

31 Franco Villa. José. ob. cit p 113 
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Estado en manos de un sólo órgano: El Ministerio Público; en el articulo 21 de 

Nuestra Caria M<ign<i g<ir<i11tiza a tcdos los ciudadanos únicamente el Ministerio 

Público podr~ ejercitar en su contrn la acción penal y perseguirá los delitos; 

siempre que éste sepa su existencia y se satisfagan las demás exigencias legales. 

Articulo 21 co11stltucional: "La investigación de los delitos incumbe al 

Ministerio Pll!Jlico, el cual se auxilia con una policía que estará bajo su autoridad y 

mando inmedr;ito .. 

... Las resoluciones del Ministerio Público sobre el no ejercicio y 

desistimiento de la acción penal, .. 

La jurisprudencia señala al respecto lo siguiente: 

"Ministerio Público... las facultades del Ministerio Público no son 

discrecionales puesto que debe obrar de modo justificado y no arbitrario, y el 

sistema legal que garantice a la sociedad el recto ejercicio de las funciones de esa 

institución, puede consistir en la organización de las mismas, y en los medios de 

exigirte la responsabilidad consiguiente, y los vacíos de la legislación lo impiden, 

esto no es motivo para que se viole lo mandado por el artículo 21 constitucional.• 

Quinta época. Tomo XXV. p, 155. López Revuelta Juan, sec de Tomo XXXVI p. 
1055. Nethken Homard Tomo XXXVII P. 1668. Elizondo Ernesto. Tomo XXXI p. 
594 Arcinuiega 
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8) LA INSTITUCIÓN OEL MINISTERIO PÚBLICO EN LA REGULACIÓN DE SU 

ACl UAI{ t->Rl:SCRI 1A EN 1.A LEY SECUNDARIA. 

CÓDIGO FEDERAL DF. PROCEDIMIENTOS PENALES. 

El artículo 2' del citado ordenamiento señala las actuaciones que 

podrá desempeñar el Ministerio Público Federal expresando lo siguiente: 

·compete al Ministerio Público Federal llevar a cabo la averiguación 

previa y ejercer, en su caso, la acción penal ante los tribunales. 

En la averiguación previa corresponderá al Ministerio Público: 

l. Recibir las denuncias, acusaciones o querellas que le presenten en 

forma oral o por r.scrito sobre hechos que puedan constituir delito; 

11. Practicar y ordenar la realización de todos los actos conducentes a 

la comprobación de los elementos de tipo penal y a la demostración de la probable 

responsabilidad del inculpado, así como a la reparación del daño. 

111. Solicitar a la autoridad jurisdiccional las medidas precautorias de 

arraigo, aseguramiento o embargo que resulten indispensables para la 

averiguación previa, así como las órdenes de cateo que procedan; 

IV. Acordar la detención o retención de los indiciados cuando así 

proceda; 
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V. Dictar tocias las nwcJ1cJ;is y providencias necesarias para 

proporcionar seguricJ<id y <1uxilio a las victimas. 

VI. Asegurar o restituir al ofendido en sus derechos en los términos 

del articulo 38 del Código Federal de Procedunientos Penales; 

VII. Detenninar la reserva o el ejercicio de la acción penal; 

VIII. Acordar y notificar al ofendido o victima el no ejercicio de la 

acción penal, y en su c<iso, resolver sobre la inconformidad que aquéllos formulen; 

IX. Conr.ecler o revocar, cuando proceda, la libertad provisional del 

indiciado; 

X. En caso procedente promover la conciliación de las partes, y 

XI. Las demás que señalen las leyes. 

C) LEGISLACIÓN ORGÁNICA Y SU REGLAMEHTACIÓN EXISTENTE EN LA 

PROCURADURÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA. 

En la Ley Orgánica de La Procuraduría General de la República, 

publicada en el Diario Oficial de la Federación de fecha 10 de mayo de 1996, en 

vigor al día siguiente de su publicación; en su artículo 2o. Establece la institución 

del Ministerio Público y su actuación, establece textualmente lo siguiente: 

·corresponde al Ministerio Público de la Federación: 
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l. V1gil;ir f;i obsmv;inci<i de l<i constitucionalidad y legalidad en el 

ámbito de su competencia. sin perjuicio de las at1ibuciones que legalmente 

corresponcl<in <i otr<is ;iutomt;icles iu1isd1cc10nales o <idministrativas: 

11. Promover la pronta. expedita y clebida procuración e impartición 

de justici;i; 

111. Velar por el respeto ele los derechos humanos en la esfera de su 

competencia; 

IV. lnte1'1e111r ante las autoridades judiciales en todos los negocios en 

que la Federación sea parte, cuando se afecten sus intereses patrimoniales o 

tenga interés jurídico, así como en los casos de los diplomáticos y los cónsules 

generales; 

V. Perseguir los delitos del orden federal; 

VI. Intervenir en el Sistema Nacional de Planeación Democrática, en 

lo que hace a las materias de su competencia; 

VII. Pa1ticipar en el Sistema Nacional de Seguridad Pública de 

Conformidad con to establecido en la Ley General que Establece tas Bases de 

Coordinación del Sistema Nacional de Seguridad Pública, este ordenamiento y 

demás disposiciones aplicables; 

VIII. Dar cumplimiento a las leyes así como a tos tratados y acuerdos 

internacionales en tos que se prevea ta intervención del Gobierno Federal en 

asuntos concernientes a las atribuciones de la Institución y con la intervención 
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que, en su c<iso, corresponda <i las dependencias de la Administración Pública 

Fcuer::il; 

XI. Convenir cor1 !as autoricl<1de!; competentes ele tas entidades 

federativas sobre materias del ámbito de su competencia; 

XII. Las demás que las leyes determinen. 

E! Reglamento de !a Ley Orgánica de la Procuraduría General de la 

República, en su articulo primero señala que el objeto del reglamento es el 

establecimiento de la "organización, competencia y facultades de la Procuraduría 

General de la República para el despacho de los asuntos que la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mer.icanos, su Ley Orgánica y otros ordenamientos 

le encomiendan al Procurador y al Ministerio Público de la Federación." 

D) El OMBUSDMAH COMO ÓRGANO DE VIGILANCIA EN LA ACTUACIÓN 

DEL MINISTERIO PÚBLICO. 

El interés por salvaguardar los derechos humanos ha generado una 

serie de innovaciones jurídicas importantes. Entre ellas figura, destacadamente, la 

institución del ombudsman nacida en Suecia y desde ahí extendida al cabo de un 

siglo a otros paises. 
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El ombusdman viene a acl1cionar a todas las instituciones o recursos 

para complementar el control efe l<1 <idministración y la protección del individuo. 

Es un sistema aclmin1slrnl1vo, que se establece para detener el 

creciente desborclam1ento ele la acllv1dacl adminislraliva ele la crisis de la necesidad 

de una mejor. rápicla y eficaz defensa ele los derechos de Jos individuos frente el 

poder y de los sistemas ele control úe la actividad administrativa. 

"En la difusión del ombusdman influyen tanto el propósito de mejorar 

las defensas del incl1vicluo frente a la autoridad, como el deseo de verificar y 

favorecer la buena a "prestigiar" el Derecho y la experiencia del país, la entidad o 

la institución que lo adoptan."32 

Se advie1ten tres rnsgos esenciales en los sistemas de ombusdman: 

1) El ombusdman es un funcionario independiente y no influido por 

los partidos políticos, representante de la Legislatura, por lo general establecido en 

la Constitución, que vigila a la administración. 

2) Se ocupa de quejas específicas del público contra las injusticias y 

los errores administrativos. 

>2 García Ramirez, Sergio. "Re'/is!a d'? la Fac-Jltad de Derecho Mexicano". Ed. UN.6-M Facultad de 
Derecho, México 1991 
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3) Tiemi el poder ele investi~rar, criticar y dar a la publicidad las 

acciones adrninislrnl1vas. pero no ha ele revocarl;is. 

·Antes de lci aparición del ombudsman en el derecho patrio reciente, 

de manera explicita. hubo intentos -cuyo valor permanece. a mi juicio- de 

mcorpornr l'll otrns 111slit11c1ones al~11mos conceptos y tareas inherentes a la 

defensoría de los derechos del individuo. Este es, señaladamente, el caso del 

Ministerio Público. en particul<ir el de fuero federal. El Ministerio Público Federal 

tiene ya, con mayor o menor intensidad, atribuciones de vigilancia de la 

constitucionalidad y la legalidad en los actos públicos. De ahí que ofreciese una 

escena propicia a las tareas de cierta v<iriedad del ombudsrnan . ..33 

La Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República 

encomendó al Ministerio Público Federal tareas de orientación legal genéricamente 

cuyo despacho implica, un principio de ombusdman mexicano. 

Esta actividad se traduce con la expresión vigilar la observación de 

la constitucionalidad y legalidad; sustentándose en la representación social que 

incumbe al Ministerio Público de interés de juridicidad, que sirve corno observador 

y vigilante de la actuación del Ministerio Público. 

>> Garcí• R•mir9>:, Sergio. "Procen Pen;I :1 Q9rechos Hum3nos·. Edit. Porrua, S.A. Mé<ico, 1993. 
p. 33 
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También la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del 

Distrito Federal establece la intervención el ombusdman en la actuación del 

Ministerio Público. bajo la expresión vigilancia de la legalidad y la pronta, completa 

y debida procuración e unpartición de justicia. 

La tarea del ombusdrnan. se dirige principalmente a supervisar a la 

administración. 

REFORMAS. 

Articulo 178.-

AI q1_1e desobedeciere el mandato de arraigo domiciliario o la 

prohibición de abandonar una demarcación geográfica, dictados por autortdad 

judicial competente, se le impondrán de seis meses a dos años de plisión y de 

diez a doscientos días multa. 
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CONCLUSIONES 

PRIMERA.- El Ministerio Pliblico en su calidad de representante de la 

sociedad, es el linico facultado para la persecución de los delitos, así como para 

integrar debidamente la Averiguación Previa y proteger al ofendido o víctima, por 

tal motivo ruecle solicit;ir todas l<ts mochclas necesari;is que crea conveniente, 

entre ellas l<t rnecllct;i r.autel;ir del ;irraigo clorniciliario. debidamente fundado y 

motivado. podrá solicitar esta medida para impedir que el presunto responsable se 

sustraiga a la acción de la justicia. 

SEGUMDA.- El arrnigo domicilimio debidamente reglamentado en los 

delitos patrimoniales en la averiguación previa, podrá ayudar a solucionar et IUS 

PUMIENDI, ya que obligará al inculpado a no ausentarse del lugar donde se 

encuentra radicada ta averiguación previa. En el supuesto de que et inculpado no 

cumpla con to dispuesto por ésta medida, el Ministerio Público podrá solicitar al 

juez su competente aprehensión. 

TERCERA.- Por ta propia naturaleza de los delitos patrimoniales a 

excepción del robo con violencia en flagrancia, tos patrimoniales no incurren en los 

supuestos de la flagrancia o urgencia, porque que el Ministerio Público deberá de 

llevar a cabo una serie de diligencias para determinar si hubo un quebranto 
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patrimonial por ello rPsulta neet~sario que se arraigue al probable responsable par~ 

efecto de que no se sustraiga de l<i acción de la justicia y así poder consignar. 

ClJARl A - 11.I sujeto pasivo dP- los delitos patrimoniales en la gran 

mayoría ele los casos. 110 le impo1ta la situación jurídica del presunto responsable, 

es clec1r. s1 es con:::1~1naclo. priv11c10 ele su libertacl. etc. Lo que realmente le importa 

al ofendido es recuperar lo perdiclo o bien que se le repare el daño causado a su 

patrunon10 por PI presunto responsable. 

El Ministerio Público una vez que ha recibido denuncia o querella, 

pone en funcionamiento todo el sistema judicial, a través de los diferentes medios 

de prneba que tienen las partes para tratar de demostrar sus pretensiones, 

agotada esta etapa probatoria, el órgano en cuestión puede determinar, valorando 

todas las pruebas ofrecidas, si procede o no el ejercicio de la acción penal en 

contra del presunto responsable. Con pleno convencimiento de que los hechos 

que se le imputan son ciertos además de que sean sancionados por las leyes 

penales con pena corporal o pecuniaria. 

QUINTA.- Si la medida cautelar del arraigo domiciliario le agrega el 

Ministerio Público una caución suficiente para el pago de la reparación del daño, el 

inculpado se vería en la necesidad de permanecer en el lugar de donde se 

encuentra radicada la averiguación previa. Ambas medidas se encuentran 

109 



reguladas por la ley. por t;il motivo no son violadas las garantías Constitucionales 

del inculpaclo 

Y si se d<i el supuesto de que se da a l<i fuga el inculpado, et 

ofendido o víctima no quedaría desprotegido ya que la garantía se hará efectiva a 

favor del ofendido, para el pago de !a reparación del daño, entonces et Ministerio 

público cumplirá la función de representante de la sociedad. 

SEXTA.- Los derechos fundamentales del ser humano le son 

inherentes a él, y como tales le deben ser respetados por la autoridad, y en los 

casos en que ésta requiera aplicar su restricción, deberá sujetarse a tos 

lineamientos generales que la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos señala. 

OCTAVA.- Resulta conveniente que la fig•Jra del arraigo, se 

materialice en el domicilio del probable toda vez que se debería observar 

rígidamente et contenido del articulo 133-bis del Código Federal de 

Procedimientos Penales, el cual señala que se trata de un arraigo domiciliar1o, 

motivo por el cual se evitaría como en la práctica sucede, que las autor1dades 

tengan que alquilar ociosamente habitaciones de hoteles, o casas aseguradas por 

la Procuraduría, para configurar tal situación. 
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NOVENA.- Es incongruente que se prevea el arraigo domiciliario 

penal en leyes secund<1rias, como el Código Federal de procedimientos Penales y 

el Código de proceclimientos penales para el Distrito Federal, y no se sustente en 

la Constitución Federal. siendo ésta tuteladorn de los derechos fundamentales del 

ser humano. por lo que la misma debería reglamentar su aplicación. 

DÉCIMA.- Es necesario refonnar el Articulo 16 de la Constitución 

para incluir el arra1~10 <lomiciha110 penal. ya que su inobservancia en la norma 

functamental puede dar lugar a que el gobernado busque el amparo y protección 

de la Justicia Federal para evadir l;i acción de la justicia. 

DÉCIMA PRIMERA.- El precepto constitucional ideal para incluir el 

texto que contenga la inclusión del arraigo domiciliario penal es el articulo 16 entre 

los párrafos octavo y noveno del numeral en cita, dado que el primero de los 

mencionados se refiere a cuestiones de afectación de libertad personal y el 

segundo de los mencionados a cuestiones de afectación de la libertad personal y 

del domicilio. 

DÉCIMA SEGUNDA.- El hecho de que se incluya el arraigo 

domiciliario penal en la Constitución, puede producir como resultado, el que 

entidades federativas que no lo tienen regulado, lo empleen para una mejor 

administración de Justicia. 
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DÉCIMA TERCERA.- Toda vez que nuestra ley fundamental no 

menciona y nuestro código lo maneja ele la manera antes mencionada, las lagunas 

y el estado de inc!efensión que provocan. hacen que los inculpados normalmente 

en esta etapa del proceso, se sustraigan de la acción de la justicia, o se coludan 

con la autoridad p<ira provoc::n el mismo efecto. 

DÉCIMA CUARTA.- En otro de los caso es un instrumento legal para 

poder justificar las violaciones que con probada responsabilidad se hacen a 

nuestra Constitución, contraponiendo las garantías que ésta nos ofrece, en contra 

de las cuestiones oficiosas que el código en comento, nos indica. 

Por lo tanto es ftmd<'.mental busc1'r una reforma que nos ofrezca 

seguridad jurídica, tanto al inculpado como a la institución que lo sanciona, sin 

divorciar a la institución fiscalizadora, como a la parte defensora del espíritu 

constitucional con la que fue creada nuestra ley fundamental. 

Por otro lado la acción de la justicia en esta etapa del proceso 

nomialmente ofrece gastos excesivos o violaciones que a la luz pública nos 

parecen vergonzosas y exhiben a nuestras instituciones de una manera 

escandalosa. 
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Desde mi punto ¡fe vista. es una sociedad de cambios, y que de 

manera lenta. pero se(1urn ;iv;inzamos t1ac1a una unidad mas equitativa y con 

seguridad hacia nuestras 1nst1tuc1ones, por to que ahora nos toca hacer un 

esfUerzo de nuestra p<11te. A su consideración y critica que nuestra constitución, 

ley fundamental en nuestra sociedad, es el máximo instrumento, en la defensa de 

nuestros derechos. así como. ta principal persecutora del delito. 
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